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El reconocimiento de Lago Titicaca como 

sujeto de derechos sí tiene base 

normativa en la Constitución Política y 

en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos 

Juan Carlos Ruiz Molleda 

En días pasados el Gobierno Regional de Puno ha expedido una ordenanza 

que reconoce al Lago Titicaca como sujeto de derechos. Se trata de una 

iniciativa impulsada por la Red de mujeres lideresas unidas en defensa del 

Lago Titicaca, con el apoyo del Centro Bartolomé de las Casas de Cusco. Se 

trata de una iniciativa desde la sociedad civil frente a la grave contaminación 

del Lago Titicaca, y ante la inacción de parte de las diferentes autoridades del 

Estado. La respuesta del Estado no se ha hecho esperar. La Autoridad 

Nacional del Agua (ANA en adelante) ha respondido que esta iniciativa no es 

compatible con el ordenamiento jurídico nacional. 

El objetivo de este artículo es sustentar que, independientemente de que 

estemos a favor o en contra, una ordenanza como esta sí tiene cobertura 

normativa constitucional y convencional. 

1. ¿Qué dice la ordenanza del Gobierno Regional de Puno?  

El día 24 de abril del año 2025 el Consejo Regional del Gobierno Regional de 

Puno aprobó la ordenanza que reconoce el Lago Titicaca como sujeto de 

derechos. Dicha norma precisa lo siguiente: 

ORDENA: 

ARTÍCULO PRIMERO. - DECLARAR de preferente interés regional el 

reconocimiento del Lago Titicaca y sus afluentes como sujeto de derecho, 

con personalidad jurídica propia, garantizando su protección Integral 

para la preservación de su equilibrio ecológico, biodiversidad y valores 

culturales, sociales y espirituales de los pueblos indígenas circundantes, 

comunidades locales y organizaciones vinculadas a su gestión y 

conservación en la región Puno. 
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ARTICULO SEGUNDO. - ESTABLECER los siguientes derechos del Lago 

Titicaca y sus afluentes como sujeto de derecho: 

1. Derecho a su existencia y mantenimiento de su integridad 

ecológica. 

2. Derecho a la regeneración natural de sus ciclos hidrológicos y 

biodiversidad. 

3. Derecho a estar libre de contaminación y actividades que alteren su 

estado natural. 

4. Derecho a ser restaurado en caso de afectación ambiental. 

5. Derecho a ser representado por entidades que velen por su 

protección y conservación. 

ARTÍCULO TERCERO. - El reconocimiento del Lago Titicaca como sujeto de 

derecho se sustenta en el derecho consuetudinario de los pueblos 

indígenas, en armonía con los principios de la justicia ambiental y los 

pronunciamientos jurisdiccionales pertinentes. 

ARTÍCULO CUARTO. - Adóptese el enfoque ecocéntrico como principio 

rector en la protección del Lago Titicaca, en consonancia con los 

pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

garantizando su consideración como un ente vivo y fundamental para el 

equilibrio ecológico y el bienestar humano. (Resaltado nuestro 

Como puede advertirse, el fundamento de la ordenanza es el derecho a 

disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, reconocido 

en el artículo 2.22 de la Constitución. Este reconocimiento atraviesa los 

diferentes artículos de la ordenanza1. 

2. La ANA dice que no hay base normativa en la 

Constitución para reconocer los derechos de la 

naturaleza 

La ANA sostiene en sus apelaciones que no hay base normativa para el 

reconocimiento de los derechos de la naturaleza. Se trata del informe técnico 

N.º 0017-2025-ANA-AAA-TIT/RWAA, de fecha 6 de marzo del año 2025, 

elaborado por Richard Wilbert Apaza, profesional de la Autoridad 

Administrativa del agua Titicaca. 

 
1 Ver artículo de Julio Mejía, El Lago Titicaca ya tiene derechos. Disponible en: 

https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-

derechos-victoria-con-rostro-0  

https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-derechos-victoria-con-rostro-0
https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-derechos-victoria-con-rostro-0
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Dos son las ideas principales del informe de ANA en relación con la 

ordenanza. Primero, que la Ordenanza es “conceptualmente insostenible” y, 

en segundo lugar, esta ordenanza es “incompatible con nuestro 

ordenamiento jurídico que considera sujeto de derecho al ser humano”, 

razón por la cual se “considera inviable esta propuesta”. En otras palabras, lo 

que señalan es que no tiene base normativa en el derecho nacional y en el 

derecho internacional el reconocimiento de los derechos de la naturaleza. 

Como podemos advertir, lo que está proponiendo ANA es que solo hay que 

leer la Constitución Política y nada más. Y según el artículo 1 de la 

Constitución, el modelo antropocéntrico es el único asumido y adoptado por 

nuestro ordenamiento jurídico constitucional. 

Si se lee con detenimiento el informe de la ANA, se advierte que el análisis es 

básicamente de legalidad, pero no de constitucionalidad. Esto significa que 

lo que hace el informe es analizar normas con rango de ley del ordenamiento 

jurídico, es decir, la Ley orgánica de gobiernos regionales, la Ley de recursos 

hídricos, etc. Lo que hace el informe de la ANA, básicamente, es analizar las 

competencias de la ANA.  

El problema con este análisis jurídico es que así no se analizan todas las 

normas jurídicas. No se interpretan las normas de forma aislada y solo las 

que convienen. El ordenamiento jurídico no es una suma de normas, sino 

que es un sistema jurídico que tiene ser leído en forma conjunta, 

armonizando los contenidos de todas las normas. Ese es el error del informe 

de ANA. 
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En ese sentido, el informe de la ANA desconoce que en el bloque de 

constitucionalidad existen normas y sentencias vinculantes de rango 

constitucional que sí reconocen los derechos de la naturaleza. La 

interpretación de las normas que hace el informe de ANA es de espaldas a 

estos pronunciamientos vinculantes. Llama la atención el desconocimiento 

de quienes hicieron el informe de ANA, por ejemplo, de la Opinión Consultiva 

23/17 de la Corte IDH, de las sentencias recaídas en los Caso Lhaka Honat vs. 

Argentina, La Oroya vs. Perú y Uwa vs. Colombia, todas vinculantes, que sí 

reconocen el valor intrínseco de la naturaleza y del enfoque econcéntrico.  

Tampoco conocen la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 

expediente 03383-2021-PA/TC, que, luego de reconocer el enfoque 

ecocéntrico, ordena no excluirlo. Menos aún conocen el Convenio de 

Diversidad Biológica, aprobado en 1993, que ya reconocía el valor intrínseco 

de la diversidad biológica. 

3. El problema constitucional relevante que debe ser 

resuelto en este proceso de amparo 

La pregunta central es si tiene base jurídica normativa el reconocimiento de 

los derechos de la naturaleza. Varias son las preguntas que deben ser 

resueltas antes de responder a esta pregunta de fondo: 

• ¿Qué ha reconocido la jueza de Nauta en la sentencia que 

reconoce al río Marañón como titular de derechos?  

• ¿En qué consisten el enfoque antropocéntrico y el enfoque 

ecocéntrico? 

• ¿El contenido constitucional protegido de los derechos 

fundamentales solo debe ser precisado y determinado a partir 

de los derechos reconocidos en la Constitución Política? 

• ¿Como se precisa el contenido constitucional y convencional de 

los derechos fundamentales? ¿Qué fuentes hay que revisar?  

• ¿Deben ser interpretadas las normas de forma literal y de 

espaldas al resto del ordenamiento jurídico?    

• ¿Hay normas en el derecho internacional de los derechos 

humanos que reconocen los derechos de la naturaleza? 

• ¿Qué rango tienen los tratados internacionales de derechos 

humanos y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos? 
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• ¿Qué rango tienen las opiniones consultivas de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y la doctrina 

jurisprudencial del Tribunal Constitucional? 

• ¿Cómo se resuelven las antinomias y las contradicciones entre 

las normas de rango constitucional? 

• ¿Cuáles son los principios de interpretación constitucional 

reconocidos y establecidos por el Tribunal Constitucional? 

• ¿Cuál es la validez de las normas de rango constitucional 

reconocidas en la jurisprudencia de la Corte IDH y el TC? 

4. Un antecedente necesario de considerar: la sentencia 

firme que reconoce al río Marañón como titular de 

derechos  
En el año 2021, Mari Luz Canaquiri Murayari, de la comunidad nativa kukama 

de Shapajilla, y presidenta de la Federación Huaynakana Kamatahuara Kana, 

cansada de los sistemáticos derrames de petróleo del Oleoducto 

Norperuano y de la contaminación y del efecto devastador que este genera, 

presentó una demanda de amparo contra Petroperú, el Ministerio del Medio 

Ambiente, el Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana (IIAP), la 

Autoridad Nacional del Agua (ANA), el Ministerio de Energía y Minas, la 

Dirección Ejecutiva de Gestión Ambiental del Gobierno Regional de Loreto y 

la Gerencia General de Asuntos Indígenas del Gobierno Regional de Loreto, 

exigiendo una protección reforzada a los ríos. 

Lo que las demandantes cuestionan son los sistemáticos derrames de 

petróleo del Oleoducto Norperuano en territorios de las comunidades 

nativas ubicadas en las riberas del río Marañón, ocasionados, en parte, por 

la falta de mantenimiento del mismo por parte de la empresa operadora 

Petroperú. Asimismo, se cuestiona la falta de actualización del instrumento 

de gestión ambiental del Oleoducto Norperuano por parte de Petroperú. 

La demanda fue presentada ante el Segundo juzgado civil de la Corte 

Superior de Justicia de Loreto. Luego de solicitar las subsanaciones de ley, el 

juzgado declaró improcedente en primera instancia la demanda, subiendo a 

la Sala Civil de la Corte Superior en apelación, la cual le ordenó al juzgado de 

primera de instancia que ingrese al fondo. El caso finalmente fue enviado del 

Segundo juzgado civil de Loreto al juzgado de Nauta por un tema de 

competencia. La juez de Nauta ha expedido sentencia en primera instancia. 



6 

 

La audiencia de vista de la causa ante la sala civil de la Corte Superior de 

Justicia de Loreto se realizó en el mes de junio pasado (2024). 

En marzo del año 2024 el juzgado de Nauta expide sentencia y precisa lo 

siguiente: 

3.1. DECLARAR AL RÍO MARAÑÓN Y SUS AFLUENCIAS COMO TITULAR DE 

DERECHOS; tiene derecho a fluir, para garantizar un ecosistema saludable, 

el derecho a brindar un ecosistema sano, el derecho fluir libremente de 

toda contaminación; el derecho a alimentar y ser alimentado por sus 

afluentes, el derecho a la biodiversidad; el derecho a que se la restaure, 

Derecho a la regeneración de sus ciclos naturales; Derecho a la 

conservación de su estructura y funciones ecológicas; Derecho a la 

protección, preservación y recuperación; Derechos que se encuentren 

representados y que el Estado debe proteger legalmente, por ser parte 

importante en los derechos fundamentales de todo ser humano y de 

nuestras futuras generaciones al ser vida, salud, y representa una de 

nuestra necesidades básicas, para nuestra subsistencia. Por lo que tiene 

que ser representada. 

3.2. ORDENO que el GOBIERNO REGIONAL DE LORETO – GOREL, realizar las 

gestiones ante la AUTORIDAD NACIONAL DEL AGUA, a fin de solicitar los 

lineamientos para la creación de los Consejos de Cuencas de Recurso 

hídricos para el rio Marañón y sus afluencias, siendo de su competencia y 

promover el compromiso y la participación de las instituciones incluyendo 

la participación de las organizaciones indígenas de Loreto, con capacidad 

de decisión. 

3.3. ORDENO EL RECONOCIMIENTO Y NOMBRAMIENTO del Estado 

(Ministerio del Medio Ambiente, Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego y 

la Autoridad Nacional del Agua), Gobierno Regional de Loreto y de las 

organizaciones indígenas como guardianes, defensoras y representantes 

del río Marañón y sus afluentes. 

3.4. ORDENAR a Petróleos del Perú - Petroperú S.A. que, dentro del plazo 

de seis meses, cumpla con elaborar y presentar el proyecto de 

actualización de su Instrumento de Gestión Ambiental (IGA), ante el 

Ministerio de Energía y Minas, con la finalidad que dicho instrumento se 

incluya la evaluación integral de los impactos identificados en la actividad 

de transporte de hidrocarburos a través del Oleoducto Norperuano, 

asimismo, asuma compromisos  ambientales para garantizar el adecuado 
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manejo y mitigación de dichos impactos, como también deberá de realizar 

las consultas previas con las instituciones y organizaciones indígenas a fin 

de coordinar la aprobación del IGA. 

4. DECLARESE INFUNDADA en cuanto Mantenimiento del Oleoducto 

Norperuano por parte de PETROPERÚ S.A. Con costos del proceso. 

Consentida y/o ejecutoriada sea la presente resolución cúmplase, bajo los 

apercibimientos contenido en el artículo 52° del Código Procesal 

Constitucional. Publíquese en el Diario Oficial El Peruano, en la forma 

prevista por Ley. 

En segunda instancia, las juezas de la Sala Civil no se pusieron de acuerdo 

sobre el sentido de su voto en todos sus extremos. Así, están de acuerdo en 

todos los extremos menos en el punto en que se ordena a Petroperú darle 

mantenimiento al Oleoducto Norperuano. La magistrada Carrión Ramírez es 

la única en que considera que se debe ordenar al Petroperú darle 

mantenimiento sustentando su posición en un excelente voto singular. Las 

magistradas Magallanes Hernández y Vargas Ascue no comparten esta 

posición: 

IV. FALLO: 

Por las consideraciones citadas, la Sala Civil de Loreto RESUELVE: 

1. CONFIRMAR la Resolución catorce –sentencia, de 8 de marzo de 2024, 

obrante a folios 3691 al 3723, que resuelve declarar infundadas las 

excepciones formuladas por el Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego, y 

declara fundada en parte la demanda, con lo demás que contiene. 

2. INTEGRAR la sentencia en el extremo que declara al Río Marañón y sus 

afluencias como titular de derechos (…); disponiendo que los derechos 

reconocidos únicamente podrán versar respecto a aquellos aspectos 

concernientes a su protección, conservación, mantenimiento y uso 

sostenible, de manera exclusiva. (Resaltado nuestro) 

Se llamaron a dos vocales para solucionar la discordia. En efecto, los 

magistrados Guillermo Felipe, Carrión Ramírez Y Palomino Pedraza 

revocaron el punto en el que no había acuerdo, y ordenaron a Petroperú dar 

mantenimiento al Oleoducto Norperuano, tal como se puede apreciar de la 

parte resolutiva: 

https://drive.google.com/file/d/1Bnizxo9QW66H8l0h-SVUowM85DB_OFxB/view?usp=sharing
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Por lo expuesto, se RESUELVE: REVOCAR la RESOLUCIÓN CATORCE – 

SENTENCIA, de fecha 8 de marzo de 2024, obrante a folios 3691/3723, en 

el extremo que falla: DECLARESE INFUNDADA en cuanto Mantenimiento del 

Oleoducto Norperuano por parte de PETROPERÚ S.A. REFORMÁNDOLA se 

DECLARA FUNDADA la demanda en cuanto Mantenimiento del Oleoducto 

Norperuano por parte de PETROPERÚ, mantenimiento que será efectivo, 

inmediato e integral, debiendo informar de sus acciones a los entes 

fiscalizadores OEFA y OSINERMING. Con costos del proceso. Consentida y/o 

ejecutoriada sea la presente resolución cúmplase, bajo los apercibimientos 

contenido en el artículo 52 del Código Procesal.  

S.S. GUILLERMO FELIPE 

La sentencia ha quedado firme, pues de conformidad con el artículo 202.2 de 

la Constitución, solo puede impugnarse las sentencias emitidas en segunda 

instancia cuando son denegatorias respecto del demandante, no respecto 

del demandado. En este caso, no cabiendo ningún recurso impugnatorio 

contra la sentencia de la Sala Civil de la Corte de Loreto. 

Varias son las implicancias de esta sentencia. Un primer elemento es que la 

jueza no reconoce al Rio Marañón como sujeto de derechos, sino como titular 

de derechos. Sostiene ella en la parte considerativa de la sentencia que “la 

Constitución Política del Perú, y en general el marco jurídico peruano, no ha 

adoptado el paradigma jurídico de los Derechos de la Naturaleza, ni ha 

reconocido explícitamente los ríos como Sujeto de derechos”. No obstante, 

“corresponde a este despacho tutelar el derecho del Río Marañón y sus 

afluencias como titular de derechos”. 

Un segundo elemento es que la jueza desarrolla el contenido constitucional 

protegido del derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente 

equilibrado y adecuado a la vida, reconocido en el artículo 2.22 de la 

Constitución. En sentido estricto, no estamos ante derechos innominados o 

implícitos (art. 3 de la Constitución), sino ante la manifestación innominada 

de un derecho fundamental ya reconocido, como es el derecho a disfrutar de 

un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida reconocido en el artículo 

2.22 de la Constitución. Esto se advierte, por ejemplo, cuando la jueza 

sostiene en la parte resolutiva que “Derechos […] que el Estado debe 

proteger legalmente, por ser parte importante en los derechos 

fundamentales de todo ser humano”. Posteriormente, sostiene la jueza en la 

https://www.idl.org.pe/cuales-son-las-implicancias-practicas-de-que-el-rio-maranon-tenga-derechos/?fbclid=IwY2xjawEqW9tleHRuA2FlbQIxMQABHYytUAvwNLOG6fX8A-6q93uyNHkqfayhDnJZyG-J0dKqNXNVnIRTwU5I9Q_aem_pnuTW9Uq2EwX9Pcesxunuw
https://dplfblog.com/2024/04/09/poder-judicial-reconoce-derechos-al-rio-maranon-en-el-peru/
https://www.idl.org.pe/portfolio/el-reconocimiento-de-los-derechos-del-rio-maranon/?fbclid=IwY2xjawEqXChleHRuA2FlbQIxMAABHRqDLIBwLg5D-0cnp5-QMELT5nkwHaF42q46pbczOxtHZ4cvGANhwDBbRQ_aem_QQxem7T33wJ9tTX7QPSsNA
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parte considerativa que “existen diversos instrumentos internacionales 

ratificados por el Estado, así como de la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional que permiten complementar el contenido tradicional el 

derecho al medio ambiente equilibrado”. Esta idea también se repite cuando 

la jueza precisa que “corresponde a este despacho tutelar el derecho del Río 

Marañón y sus afluencias como titular de derechos, y que el Estado debe 

proteger legalmente, por ser parte importante en los derechos 

fundamentales de todo ser humano”. (Resaltados nuestros). 

Un tercer elemento es que la jueza no solo reconoce la perspectiva 

ecocéntrica y el valor intrínseco de la naturaleza, sino que sostiene que 

ambas son parte del contenido constitucional del derecho a disfrutar de un 

medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, reconocido en el artículo 

2.22 de la Constitución. Señala la jueza en la parte considerativa de la 

sentencia, que “existen diversos instrumentos internacionales ratificados por 

el Estado, así como de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que 

permiten complementar el contenido tradicional el derecho al medio 

ambiente equilibrado, con el reconocimiento de una dimensión Ecocéntrica, 

y por lo tanto, considerar el valor intrínseco de las entidades naturales en la 

toma de decisiones de forma autónoma y plenamente justiciable”. 

(Resaltados nuestros) 

Para ello, la jueza fundamenta su fallo en la jurisprudencia de la Corte IDH. 

En palabras de la jueza, “La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

sido clara en entender que considerar valor intrínseco de la Naturaleza es 

una dimensión que debe ser considerada en la interpretación y aplicación 

del derecho a un medio ambiente sano, derecho que ha sido reconocido en 

la Constitución Política de la República del Perú en su artículo 2 numeral 22”. 

En función de esto, la juez concluye que “corresponde a este órgano 

Jurisdiccional que el estado reconozca el valor intrínseco del Río Marañón”. 

(Resaltados nuestros). 

Un cuarto elemento es la orientación precautoria del reconocimiento. Según 

la jueza “Parte indispensable de la implementación del derecho a medio 

ambiente equilibrado es la adopción de una orientación precautoria en la 

interpretación y en la toma de decisiones en materia ambiental”. La jueza 

hace suya la OC-023 de la Corte IDH, cuando esta precisa que 

“frecuentemente no es posible restaurar la situación existente antes de la 
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ocurrencia de un daño ambiental, [en tal sentido] la prevención debe ser la 

política principal respecto a la protección del medio ambiente.” Sobre esta 

base la jueza concluye que “corresponde a este órgano Jurisdiccional que el 

estado reconozca el valor intrínseco del Río Marañón y adoptar una 

orientación precautoria en la protección, prevención y conservación del Río 

Marañón y sus afluencias (sic)”.  

Un quinto elemento es que la preservación del río Marañón es una condición 

de la subsistencia de los pueblos indígenas, de todas las personas que viven 

en torno a este y de las generaciones futuras. En palabras de la jueza, “al ser 

un elemento primordial para el funcionamiento de los ecosistemas 

asociados y para la subsistencia de las comunidades nativas y de todos lo 

que le rodean, como de nuestras futuras generaciones”.   

Un sexto elemento es el reconocimiento que hace la jueza de que el río 

Marañón es sagrado. En palabras de la jueza: “En este territorio, el pueblo 

Kurama realiza para su subsistencia la caza, pesca y cosecha, y recogen agua, 

plantas para fines medicinales, aceites, minerales y madera. Los sitios 

sagrados están distribuidos en todo el territorio, a la vez el río Marañón en sí 

tiene un valor sagrado para ellos”.  

El séptimo elemento es el reconocimiento de la interdependencia del pueblo 

cocama y su identidad con sus territorios y con sus ríos. Según la jueza, en la 

parte considerativa, “la identidad de los integrantes del pueblo con el Río 

Marañón está intrínsecamente relacionada por cuanto es su fuente principal 

de subsistencia”. Añade que “En la jurisprudencia la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ha tenido la oportunidad de comprobar en repetidas 

ocasiones que existe una interdependencia entre la cultura, los territorios y 

el manejo de los recursos por parte de los pueblos indígenas, entendiéndose 

que las prácticas tradicionales de los pueblos indígenas y su identidad 

cultural son compatibles con el uso sostenible del ambiente y desempeñan 

un papel fundamental en su conservación”.  

Esta sentencia es la primera en el Perú que reconoce derechos a la naturaleza 

y ha abierto una puerta para casos similares, sienta un precedente. La 

importancia de esta sentencia es que permite transitar de un enfoque 

antropocéntrico, que sostiene que hay que proteger la naturaleza porque no 

es útil, a un enfoque ecocéntrico que sostiene que hay que proteger la 
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naturaleza, porque tiene un valor intrínseco, independientemente de la 

utilidad de esta para el ser humano. Si bien hay fundamento jurídico en la 

jurisprudencia de la Corte IDH para reconocer los derechos de la naturaleza, 

esta es la primera vez que un órgano jurisdiccional reconoce derechos a un 

río.  

5. Otro caso relevante para tener en cuenta: El caso del 

Lago Murcia 

Es necesario tener en cuenta que el Tribunal Constitucional Español publicó 

la sentencia donde declara la constitucionalidad de la Ley 19/2022, que 

reconoce la personalidad jurídica de la Laguna Mar Menor y su cuenca en 

Murcia, España. La sentencia fue expedida en noviembre de 20242.  

Ciertamente hay un voto singular que vale la pena leer, pues es parte del 

debate jurídico. 

Se trata de una demanda de inconstitucionalidad presentada por 50 

diputados del grupo parlamentario Vox de del Congreso de Diputados contra 

esta ley. El TC Español rechaza la demanda, con lo cual convalida la norma. 

La Ley 19/2022 se dicta y se fundamenta precisamente, según su preámbulo, 

por dos motivos: “[p]or un lado, la grave crisis que en materia socio-

ambiental, ecológica y humanitaria viven el Mar Menor y los habitantes de 

sus municipios ribereños; por otro lado, la insuficiencia del actual sistema 

jurídico de protección, a pesar de las importantes figuras e instrumentos de 

carácter regulador que se han ido sucediendo a lo largo de los últimos 

veinticinco años”. 

El artículo 2 de la Ley 19/2022 dice: 

Artículo 2. 

1. Se reconoce al Mar Menor y su cuenca los derechos a la protección, 

conservación, mantenimiento y, en su caso, restauración, a cargo de los 

gobiernos y los habitantes ribereños. Se le reconoce también el derecho a 

existir como ecosistema y a evolucionar naturalmente, que incluirá todas 

las características naturales del agua, las comunidades de organismos, el 

 
2 Ver: https://www.boe.es/boe/dias/2024/12/26/pdfs/BOE-A-2024-

27140.pdf?fbclid=IwY2xjawKXXz1leHRuA2FlbQIxMABicmlkETFOamlpZW9QTlJNSEtMbDRGAR6MeXvM

DS9FqJs6MJc_pyXeU2KqkHOsPYzaF1EEUGujrOMSb_IdXIVggQiUOQ_aem_gWAvUOvT4UXipVXXnIUDdQ  

https://www.boe.es/boe/dias/2024/12/26/pdfs/BOE-A-2024-27140.pdf?fbclid=IwY2xjawKXXz1leHRuA2FlbQIxMABicmlkETFOamlpZW9QTlJNSEtMbDRGAR6MeXvMDS9FqJs6MJc_pyXeU2KqkHOsPYzaF1EEUGujrOMSb_IdXIVggQiUOQ_aem_gWAvUOvT4UXipVXXnIUDdQ
https://www.boe.es/boe/dias/2024/12/26/pdfs/BOE-A-2024-27140.pdf?fbclid=IwY2xjawKXXz1leHRuA2FlbQIxMABicmlkETFOamlpZW9QTlJNSEtMbDRGAR6MeXvMDS9FqJs6MJc_pyXeU2KqkHOsPYzaF1EEUGujrOMSb_IdXIVggQiUOQ_aem_gWAvUOvT4UXipVXXnIUDdQ
https://www.boe.es/boe/dias/2024/12/26/pdfs/BOE-A-2024-27140.pdf?fbclid=IwY2xjawKXXz1leHRuA2FlbQIxMABicmlkETFOamlpZW9QTlJNSEtMbDRGAR6MeXvMDS9FqJs6MJc_pyXeU2KqkHOsPYzaF1EEUGujrOMSb_IdXIVggQiUOQ_aem_gWAvUOvT4UXipVXXnIUDdQ
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suelo y los subsistemas terrestres y acuáticos que forman parte de la 

laguna del Mar Menor y su cuenca. 

2. Los derechos reseñados en el párrafo anterior tendrán el siguiente 

contenido: 

a) Derecho a existir y a evolucionar naturalmente: El Mar Menor está 

regido por un orden natural o ley ecológica que hace posible que exista 

como ecosistema lagunar y como ecosistema terrestre en su cuenca. El 

derecho a existir significa el respeto a esta ley ecológica, para asegurar el 

equilibro y la capacidad de regulación del ecosistema ante el desequilibrio 

provocado por las presiones antrópicas procedentes mayoritariamente de 

la cuenca vertiente. 

b) Derecho a la protección: El derecho a la protección implica limitar, 

detener y no autorizar aquellas actividades que supongan un riesgo o 

perjuicio para el ecosistema. 

c) Derecho a la conservación: El derecho a la conservación exige acciones 

de preservación de especies y hábitats terrestres y marinos y la gestión de 

los espacios naturales protegidos asociados. 

d) Derecho a la restauración: El derecho a la restauración requiere, una 

vez producido el daño, acciones de reparación en la laguna y su cuenca 

vertiente, que restablezcan la dinámica natural y la resiliencia, así como 

los servicios ecosistémicos asociados. 

Los argumentos de los que se oponen a la ley 19/2022 y que sustentan la 

demanda de inconstitucionalidad son 4: 1) Se invoca que se ha desconocido 

el sistema de competencias entre el Estado y las comunidades autonómicas; 

2) Se está otorgando facultades a un lago que sólo les corresponde a las 

personas humanas que tienen dignidad humana; 3) Se afecta la seguridad 

jurídica y el principio de interdicción de la arbitrariedad toda vez que se 

genera una situación de incertidumbre jurídica y falta de certeza en los 

operadores del sistema jurídico; 4) Se afecta el principio de legalidad 

sancionadora toda vez que no se precisa cuáles son las conductas que serán 

sancionadas. 

Algunas partes de la sentencia que es necesario destacar: 

i. Para el TC Español esta sentencia está en el marco de la 

discrecionalidad que tiene el Congreso para concretar la protección 

del medio ambiente, mandato que está en el artículo 45 en la 
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Constitución. Sostiene que no tiene sentido excluir mecanismos de 

protección.  

ii. Distingue y diferencia muy bien entre dar personalidad jurídica y dar 

personalidad humana. En este caso se está reconociendo lo primero, 

no lo segundo.  

iii. Reconoce que esta sentencia supone transitar de un paradigma 

antropocéntrico a uno econométrico, para lo cual cita normas y 

sentencias de varios países del mundo. 

iv. Niega que se esté afectando la dignidad humana. Muy por el contrario. 

Encuentran conexión entre el principio de dignidad y la protección del 

medio ambiente. Según esta, la protección del medio ambiente 

redunda en favor de la mejora de la calidad de vida, lo cual favorece la 

dignidad humana. 

v. A partir del artículo 45.2 de la Constitución Española y del principio de 

solidaridad colectiva sustenta esta sentencia el derecho de 

generaciones futuras a disfrutar de un medio ambiente adecuado. 

vi. El TC Español reconoce que de lo que se trata es de una protección 

material y no formal del medio ambiente, y citando el preámbulo de la 

ley reconoce que hay una grave afectación al medio ambiente y que 

los mecanismos diseñados para su protección no han sido eficaces. 

vii. Reconoce que las personas jurídicas tienen derechos y que también 

pueden ser parte en procesos judiciales. 

6. Las normas que reconocen los derechos de la 

naturaleza serían “normas adscritas” de la norma que 

reconocen el derecho a disfrutar de un medio ambiente 

equilibrado y adecuado.  
La pregunta es qué naturaleza tienen los derechos reconocidos al Lago 

Titicaca por la ordenanza expedida por el Gobierno Regional de Puno. 

Analicemos la sentencia expedida por la Jueza de Nauta que reconoció el río 

Marañón como titular de derechos, sentencia que fue confirmada en ese 

extremo por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Loreto.  



14 

 

 

Es necesario tomar en cuenta que, de conformidad con Robert Alexy, hay dos 

tipos de derechos, los directamente estatuidos por las normas 

constitucionales y los derechos adscritos, que no están expresa y claramente 

reconocidos en la Constitución y en las demás normas de rango 

constitucional, pero que, no obstante, se obtienen vía interpretación 

constitucional de las normas constitucionales, y siempre acompañados de 

una debidamente fundamentación3. 

En definitiva, debemos distinguir entre normas constitucionales y 

convencionales directamente estatuidas, y normas constitucionales o 

convencionales adscritas o adheridas a una norma convencional 

directamente estatuida. En este caso, los derechos de la naturaleza 

reconocidos por la jueza de Nauta, al igual que los derechos reconocidos al 

Lago Titicaca, serían normas adscritas al derecho a disfrutar de un medio 

ambiente equilibrado y adecuado a la vida, esta última sería una norma 

directamente estatuida en el artículo 2.22 de la Constitución.  

Norma adscrita, en este caso los derechos de la naturaleza, sería una norma 

que no está expresamente reconocida en la norma constitucional o 

convencional, en este caso el artículo 2.22 de la Constitución que reconoce el 

derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y 

 
3 Robert Alexy, Teoría de los derechos fundamentales, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, 

pp. 63-73.  
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adecuado a la vida, pero que se desprende de una interpretación 

debidamente fundamentada y motivada4. 

En consecuencia, el reconocimiento de los derechos de la naturaleza sería 

como parte del contenido constitucional del derecho fundamental a un 

medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida. En este caso, los diferentes 

derechos reconocidos por la jueza serían derechos adscritos al derecho a un 

medio ambiente sano como lo conoce la jurisprudencia de la Corte IDH o al 

derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, 

como lo define la Constitución y la jurisprudencia vinculante del TC. 

En efecto, en la medida en que el reconocimiento de los derechos de la 

naturaleza y su carácter intrínseco ha sido reconocido por la Corte IDH y por 

el Convenio sobre la Diversidad Biológica primero (como luego veremos), y 

luego reconocido por la sentencia de la jueza de Nauta, como parte del 

contenido convencional del derecho a disfrutar de un medio ambiente, 

consideramos que los derechos de la naturaleza deben ser reconocidos 

como parte del contenido convencional y constitucional protegido del 

derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida. 

El fundamento de este reconocimiento como derecho adscrito estará en el 

criterio de excepcionalidad, reconocido por el TC, según el cual solo procede 

reconocer un derecho fundamental cuando no es posible adscribirlo a otro 

derecho fundamental reconocido expresamente. 

 
4 Para Luis Castillo Córdova, las reglas desarrolladas por la Corte IDH en su jurisprudencia o en sus 

opiniones consultivas, constituyen normas adscritas de origen convencional. “Junto a las normas 

convencionales directamente estatuidas se encuentran las normas convencionales adscriptas a ellas. 

Las normas convencionales adscriptas pueden ser definidas como el conjunto de interpretaciones 

vinculantes que del tratado o convención sobre derechos humanos ha formulado el órgano o 

tribunal internacional creado para su defensa y aseguramiento. Tales interpretaciones deberán ser 

consideradas como normas también por las dos razones arriba mostradas para justificar a la norma 

constitucional adscripta: la primera es el carácter vinculante de la interpretación del tratado o 

convención sobre derechos humanos, el cual le viene dado porque es una interpretación formulada 

por el órgano internacional en ejercicio de la función de protección del tratado encargada por el 

Legislador convencional; y la segunda es que esa interpretación vinculante está destinada a 

concretar la norma convencional directamente estatuida, por lo que comparte la naturaleza 

normativa del objeto concretado. Las normas convencionales creadas por el órgano o tribunal 

internacional nacen al derecho convencional adheridas a la norma convencional directamente 

estatuida a la que concretan y, consecuentemente, comparten su valor, ambas son derecho 

convencional, y comparten también su destino, viajan adheridas a las normas convencionales 

directamente estatuidas allá a donde éstas vayan o se encuentren, e ingresan junto a ellas a los 

distintos ordenamientos jurídicos nacionales que correspondan”. Luis Castillo Córdova, Estudio 

Introductorio, en: Gustavo Zagrabelsky y otros, Manual de Derecho Constitucional, Zela, Lima 2020, 

pág. 90.  
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7. Antecedentes del reconocimiento de los derechos de la 

naturaleza en Perú 

No es la primera vez que una autoridad peruana reconoce derechos a la 

naturaleza. Quizá el primer antecedente de esta sentencia sean las 

ordenanzas de gobiernos locales de Puno en el Altiplano peruano, que han 

reconocido sus cuencas y sus ríos como sagradas. La ordenanza del 

Municipio Provincial de Melgar en la región de Puno en el Altiplano, reconoció 

como sujeto de derechos la cuenca del río Llallimayo. 

La Ordenanza del Municipio Distrital de Orurillo, provincia de Melgar en Puno 

hace un reconocimiento más general de todas las fuentes de agua que 

existen en el distrito de Orurillo. Es una Ordenanza que aprueba “el 

reconocimiento de la madre agua, La Yaku Unu Mama como un ser viviente 

sujeto de derechos dentro de la jurisdicción de esta municipalidad”. En tal 

sentido, reconoce como sujeto de derechos a los puquios, los manantiales, 

los ríos, las lagunas y los lagos. En igual sentido se pronuncia la Ordenanza 

del Municipio Distrital de Ocuviri, de la provincia de Lampa. 

También hubo dos iniciativas legislativas que intentaron el reconocimiento 

de los derechos de la naturaleza. Un proyecto de ley para reconocer los 

derechos de la naturaleza fue aprobado y dictaminado favorablemente por 

la Comisión de Pueblos Indígenas, afroperuanos y medio ambiente, pero 

nunca fue agendado por la Junta de Portavoces del Congreso para que sea 

discutido por el pleno. En el artículo 1 de este proyecto de ley se establecía 

que “La presente Ley tiene por objeto reconocer que la Madre Naturaleza, 

los ecosistemas y las especies son titulares de derechos y sujetos de 

protección por parte del Estado; por tratarse de entes vivos, con valor 

intrínseco y universal, que tienen derecho a existir, desarrollarse 

naturalmente, regenerarse, restaurarse y evolucionar”. 

Otro proyecto de ley tenía por objetivo descontaminar los principales ríos del 

Perú; en el artículo 2.5 se reconocía “que los ríos, lagos y lagunas del Perú 

tienen derecho a existir y a regenerar sus ciclos vitales y procesos evolutivos”. 

8. El problema jurídico: la interpretación “literal” del 

artículo 1 de la Constitución  

Es evidente que existe un conflicto entre el artículo 1 y el preámbulo del 

Convenio sobre la Diversidad Biológica, 1992 (1er considerando), la Opinión 

https://drive.google.com/file/d/1rxMTv5_gj2e4nUEANWasYBzolHpvyL2E/view?fbclid=IwAR1gMxiFj9Qk7amP8sezVSkR9rGYhWH7FUmsU_RyA4ajVmdeQRpUvJ2uDLc
https://drive.google.com/file/d/1rxMTv5_gj2e4nUEANWasYBzolHpvyL2E/view?fbclid=IwAR1gMxiFj9Qk7amP8sezVSkR9rGYhWH7FUmsU_RyA4ajVmdeQRpUvJ2uDLc
https://drive.google.com/file/d/1eXsLRu6i-h3c1ICcYi9CDNrxbscfVZ_X/view?fbclid=IwAR08I9V7p_SFcJiMuv6FyIUAUnEReTHZDbHTi3zeeBfmIRM0LugOPByYUro
https://drive.google.com/file/d/13cXhOmpixjJhRBuZXNfwE3ctGIk1Ak5T/view?fbclid=IwAR1uXRBu-PVB7LEWRDY95qiVxO--L9U8O1ODHhHTorHWMLCwOAdd_CXRTGA
https://drive.google.com/file/d/13cXhOmpixjJhRBuZXNfwE3ctGIk1Ak5T/view?fbclid=IwAR1uXRBu-PVB7LEWRDY95qiVxO--L9U8O1ODHhHTorHWMLCwOAdd_CXRTGA
https://drive.google.com/file/d/1ZRqTqXms1SKh20u8E9fvTboRKim2US6l/view?fbclid=IwAR3i52Id2lmUdhuvZztzBn4csN09Oz4XqfsxDz4QP9QZLCaN_hfcG7ERRyc
https://drive.google.com/file/d/1BhHVO4oc8i-Lb_3N_bPsGAclxa4zf-mh/view?usp=sharing
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Consultiva 023 (OC-023) de la Corte IDH, 2017 (párrafo 62), la sentencia Lhaka 

Honhat también de la Corte IDH, 2020 (párrafo 203), el Caso Punchana STC 

Exp. 03383-2021-AA, fundamentos 40-42 y la sentencia La Oroya (1. El valor 

intrínseco de los ríos, 2. Hay un interés universal en proteger los ríos, 3. 

Importancia del agua para los demás seres vivos, y 4. Enfoque ecocéntrico), 

pues la primera establece el enfoque antropocéntrico y las siguientes el 

enfoque ecocéntrico. El argumento de la ANA se trata de una interpretación 

literal y aislada por fuera de la Constitución, es decir, fuera de contexto de 

las disposiciones constitucionales. 

Adviértase cómo una interpretación literal aislada de cada parte del artículo 

1 de la Constitución es “insuficiente”, pues no solo recorta el contenido 

constitucional de esta norma, sino que, además, es incongruente en sí 

misma. El problema con esta interpretación es que desconoce que la 

Constitución Política no es la única norma de rango constitucional de nuestro 

ordenamiento jurídico. 

El problema es que las normas de la Constitución son una suma de 

disposiciones que se pueden interpretar de manera aislada y de espaldas a 

las demás, sino un conjunto de derechos, valores y principios, es decir un 

todo, cuyos sentidos interpretativos deben ser armonizados y concordados 

en atención a su especial naturaleza. 

9. Crítica a una interpretación “literal” del 1 de la 

Constitución 
El gran cuestionamiento a la interpretación literal, legalista y totalmente 

descontextualizada del artículo 1 de la Constitución es que, lejos de optimizar 

el pleno ejercicio  de los derechos fundamentales, desconoce que el TC ha 

señalado hace algún tiempo que “la particular estructura normativa de sus 

disposiciones que, a diferencia de la gran mayoría de las leyes, no responden 

en su aplicación a la lógica subjuntiva (supuesto normativo-subsunción del 

hecho consecuencia), exige que los métodos de interpretación constitucional 

no se agoten en aquellos criterios clásicos de interpretación normativa 

(literal, teleológico, sistemático e histórico), sino que abarquen, entre otros 

elementos, una serie de principios que informan la labor  hermenéutica del 

juez constitucional”5. 

 
5 Sentencia del TC recaída en el expediente 5854-2005-PA/TC. 
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Y es que “de la lectura aislada de alguna de estas disposiciones, se llegará a 

resultados inconsecuentes con el postulado unitario o sistemático de la 

Constitución. De ahí que nunca será válido interpretar las disposiciones 

constitucionales de manera aislada”6. A lo que agrega: “es indiscutible que 

esta es una lectura más sencilla; sí, tan sencilla como ilegítima” 7. 

La interpretación literal desconoce los principios de unidad de la 

Constitución y concordancia práctica, pues en su pretensión de defender la 

literalidad de diferentes extremos del artículo 1 de la Constitución, “sacrifica” 

la eficacia de los derechos de la naturaleza reconocidos en el derecho 

internacional de los derechos humanos. Además, lejos de optimizar el 

modelo de Estado Constitucional de Derecho, la interpretación literal lo 

recorta y disminuye. Según el primero, la interpretación de la Constitución 

debe estar orientada a considerarla como un: “todo armónico y sistemático, 

a partir del cual se organiza el sistema jurídico en su conjunto”8. Por su parte, 

el segundo principio exige que toda aparente tensión entre las propias 

disposiciones constitucionales deba ser resuelta “optimizando su 

interpretación”9. 

De la misma manera, la interpretación literal del artículo 1 de la Constitución 

es incompatible con el “criterio apagógico”10, que exige atender las 

consecuencias de la interpretación. Ello supone que “no puede darse un 

significado a una norma que provoque consecuencias absurdas”11. Esto 

exige, en términos concretos, que “debe seleccionarse siempre aquella 

norma o grupo de normas que hagan eficaz la finalidad que la norma 

persigue y desecharse aquella que conduzca a un resultado absurdo”12. Se 

trata, en definitiva, de dotarla de un significado que no sea absurdo en 

relación con el mismo ordenamiento. Este principio se deja de lado cuando, 

por una parte, la Constitución reconoce el enfoque antropocéntrico, y, por 

otro lado, se pretende desconocer el reconocimiento de los derechos de la 

 
6 Ibídem. 
7 Ibídem. 
8 Ibídem. 
9 Ibídem.  
10 Rafael De Asís Roig, Jueces y normas: La decisión judicial desde el ordenamiento. Madrid: Marcial 

Pons, 1995, pág. 192. 
11 Ibídem.  
12 Villar Palasí citado por De Asís Roig, op. cit., 1995, p. 192. 
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naturaleza realizado por la Corte IDH, el Convenio sobre diversidad biológica 

y el propio TC. 

La consecuencia práctica de una interpretación literal sería el reconocimiento 

de que lo establecido en el derecho internacional de derechos humanos son 

ámbitos ajenos a la fuerza normativa de la Constitución Política. Esta 

interpretación es incompatible con el principio de fuerza normativa de la 

Constitución y del derecho internacional de los derechos humanos. Según él, 

dado que la Constitución y el derecho internacional de derechos humanos 

pretende verse actualizada, y en virtud de que las posibilidades y 

condicionamientos históricos de tal actualización van cambiando, en la 

solución de los problemas jurídicos constitucionales, será preciso dar 

preferencia a aquellos puntos de vista que ayuden a las normas de la 

Constitución y al derecho internacional de los derechos humanos a obtener 

la máxima eficacia, bajo las circunstancias de cada caso13. 

Por otro lado, la interpretación literal afecta el principio de supremacía de la 

Constitución, que se aplica al derecho internacional de los derechos 

humanos. La Constitución, en tanto norma fundamental positiva, vincula a 

todos los poderes públicos, y, por tanto, una interpretación constitucional no 

puede ser contraria a los preceptos constitucionales, a los principios que de 

estos se arrancan o que se infieren de ellos, y a los valores a cuya realización 

aspira. Esto significa que la primacía de la Constitución, como la de cualquier 

otra normatividad de rango constitucional como el derecho internacional de 

los derechos humanos, es jurídicamente imperfecta si carece de garantía 

jurisdiccional y, concretamente, si no se garantiza el acceso a la justicia de la 

población rural. 

Así, al interpretar diferentes extremos del artículo 1 de la Constitución de 

manera aislada, como si fuera la única norma de toda la Constitución, se viola 

el criterio de la interpretación sistemática. Ello ocurre cuando no se entiende 

que los enunciados normativos “deben ser interpretados de forma 

coherente con el ordenamiento. Éste es precisamente el significado general 

del criterio sistemático”14. 

 
13 Hesse, Konrad: “La interpretación de la Constitución”, en Escritos de Derecho Constitucional. Madrid: 

CEC, 

1992, pág. 48. 
14 De Asís Roig, op. cit., 1995, pág. 206. 
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En realidad, la interpretación literal responde a una teoría de origen 

anglosajón. Más allá de los matices, detrás de esta forma de interpretar la 

Constitución se encuentra el “originalismo”, teoría que ha sido sumamente 

cuestionada en la doctrina. En síntesis, siguiendo a Miguel Beltrán de Felipe15 

puede señalarse que los argumentos contra la teoría “originalista” pueden 

resumirse como sigue: 1) Encuentra grandes dificultades para localizar y 

determinar inequívocamente la original intención de los autores de la 

Constitución, 2) Da al traste con el sistema de fuentes al negar validez a gran 

parte de la reciente jurisprudencia del TC, 3) Niega la realidad constitucional 

de que existen y deben existir cláusulas abiertas, e incluso niega el concepto 

mismo de Constitución, 4) La petrificación que implica el originalísimo no es 

legítima ni desde el punto de vista social ni desde el puramente 

interpretativo.       

10. Necesidad de manejar una adecuada concepción de 

orden jurídico constitucional 

Para la ANA solo hay que leer el artículo 1 de la Constitución y no debemos 

leer las demás normas del ordenamiento jurídico, y solo estas hay que leerlas 

e interpretarlas de formas aislada. Ante esto debemos decir que no podemos 

interpretar literalmente las normas de nuestro ordenamiento jurídico, de 

espaldas a la Constitución y sobre todo de espaldas al derecho internacional 

de los derechos humanos, pues la interpretación literal, en definitiva, 

desconoce que el ordenamiento jurídico tiene una entidad propia distinta de 

las normas que lo integran. Este tipo de interpretaciones olvida que el 

ordenamiento jurídico es un sistema, es decir, una estructura dotada de un 

orden interno en el que sus elementos se relacionan entre sí armónicamente 

conjugados. 

Como consecuencia de esta condición sistemática, se atribuyen al 

ordenamiento jurídico una serie de características tales como la unidad, la 

coherencia y la plenitud16. Según De Asís “las normas cobran sentido en 

relación con el texto legal que las contiene o con el ordenamiento”; el 

denominado argumento sistemático es aquel en el que: “a un enunciado 

normativo o a un conjunto de enunciados normativos debe atribuirse el 

 
15 Miguel Beltrán de Felipe, Originalismo e interpretación. Dworkin vs. Bork: una polémica 

constitucional, Civitas, Madrid, 1989, pág. 91 y 92. 
16 José Luis Del Hierro, Introducción al Derecho. Madrid: Editorial Síntesis, 1997, pág. 96. 
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significado establecido por el sistema jurídico”17. Asimismo, el criterio de 

coherencia establece que “las normas deben ser interpretadas de modo tal 

que se evite su contradicción con otras”18. 

Una condición necesaria para una correcta interpretación de las normas 

legales y reglamentarias, en concordancia con la Constitución, es una 

adecuada concepción de orden jurídico y de sistema normativo. En otras 

palabras, no debe entenderse por él una suma y un agregado de 

disposiciones aisladas o un conjunto de normas con una coherencia interna 

y una unidad desde la Constitución. 

Señala el TC que el orden jurídico es un “sistema orgánico, coherente e 

integrado jerárquicamente por normas de distinto nivel que se encuentran 

interconectadas por su origen, es decir, que unas normas se fundan en otras 

o son consecuencia de ellas”19. No es un archipiélago cuyas piezas carecen 

de relación entre sí. El ordenamiento jurídico se conceptualiza como una 

pluralidad de normas aplicables en un espacio y tiempo determinados, y se 

caracteriza por constituir una normatividad sistémica, y por su plenitud 

hermética20. Agrega el TC que, en sentido estricto, “una norma jurídica sólo 

adquiere valor de tal, por su adscripción a un orden. Por tal consideración, 

cada norma está condicionada sistemáticamente por otras” 21. 

En tal sentido, hablar de orden jurídico es hacer referencia a una totalidad 

normativa unitaria, coherente y organizadora de la vida coexistencial22, “esta 

normatividad sistémica se rige bajo el criterio de la unidad, dado que se 

encuentra constituida sobre la base de un escalonamiento jerárquico, tanto 

en la producción como en la aplicación de sus determinaciones 

regulatorias”23. Hans Kelsen precisa que un orden normativo sistémico es 

unitario “porque todas sus normas convergen en una norma fundamental, 

de la cual derivan directa o indirectamente, en sucesión, grado o escalera, 

hasta llegar a las normas más concretas”24. 

 
17 De Asís Roig, op. cit., 1995, pág. 188. 
18 Ibídem. 
19 STC. Nº. 0005-2003-AA/TC, f.j. 3. 
20 Ibídem. 
21 Ibídem. 
22 Ibídem. 
23 Ibídem. 
24 Ibídem. 
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En esa línea, uno de los principales efectos articuladores de este sistema de 

normas tiene que ver con los criterios de validez material –no formal- de las 

normas de mayor jerarquía respecto de las de menor jerarquía. En esa lógica, 

será la Constitución Política el principal criterio y factor de unidad del sistema 

jurídico en su vértice. En opinión del TC, “toda norma encuentra su 

fundamento de validez en otra superior, y así sucesivamente, hasta llegar a 

la norma fundamental. Tal concepto de validez no sólo alude a la necesidad 

de que una norma se adecue formalmente a otra superior, sino también a su 

compatibilidad material” 25. 

Una consecuencia de ello es la necesidad de compatibilizar y darle 

coherencia y consistencia al sistema jurídico, expulsando o neutralizando las 

normas y disposiciones disonantes según los criterios de validez material 

antes referidos y que viene en última instancia de la Constitución Política. Ello 

llevará al TC a sostener que este conjunto aparentemente disperso –para el 

lector lego en derecho- de disposiciones, está sujeta al criterio de coherencia, 

pues el sistema jurídico es una totalidad armónicamente ordenada, en la que 

las normas que la conforman guardan una relación de compatibilidad entre 

sí, lo que excluye cualquier posibilidad de contradicción permanente 26. 

Esto no significa que no existan normas contradictorias, las habrá y 

constantemente, sin embargo, esta situación como bien dice el TC no debe 

ser en forma permanentemente, pues en aquellas situaciones, será la 

judicatura y sobre todo la justicia constitucional la encargada de detectar 

estas patologías para ajustar o eventualmente expulsarlas del ordenamiento 

jurídico. Precisa el TC que “esta vocación por la coherencia exige la exclusión 

de cualquier situación en que dos normas que se contradicen en sus 

consecuencias jurídicas pertenezcan o sigan perteneciendo a un mismo 

ordenamiento legal”27. Todo ello llevará al TC a sostener de manera 

categórica que el orden jurídico descansa en dos principios: la coherencia 

normativa y el principio de jerarquía de las normas28. 

Queda claro entonces, que una interpretación literal no tiene cobertura 

constitucional, no por ser inadecuada, sino por ser insuficiente al desconocer 

 
25 Ibídem. 
26 Hans Kelsen, Teoría Pura del Derecho. Buenos Aires: Eudeba, 1987. 
27 STC.  Nº. 0005-2003-AA/TC, f.j. 3. 
28 Ibídem. 
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la especial naturaleza de las normas constitucionales y las funciones que 

cumplen al interior del ordenamiento jurídico.  

11. La constitucionalización del derecho internacional de 

los derechos humanos 

Debemos comenzar por precisar que la Constitución no es techo. Es un piso 

mínimo, sobre el cual se construye y se desarrolla el ordenamiento jurídico, 

de conformidad con esta. Se trata del primer piso sobre el cual se apoya el 

ordenamiento jurídico. Y es el Congreso el llamado a desarrollar 

normativamente la Constitución, de conformidad con los tratados 

internacionales de derechos humanos. La constitución debe ser optimizada, 

como dice el TC, “en materia de interpretación de los derechos 

constitucionales siempre ha de preferirse aquella que permita una más 

intensa optimización de su ejercicio, sino también porque los límites de los 

derechos siempre deben interpretarse en forma restrictiva” (STC Exp. 0866-

2000-AA, f.j. 7). 

Sobre esta base debemos de reconocer la constitucionalización del derecho 

internacional de los derechos humanos (DIDH).  En efecto, el DIDH se 

incorpora en el derecho interno a través fundamentalmente de tres cláusulas 

de apertura del derecho constitucional al derecho internacional. Esas 

cláusulas con los siguientes derechos constitucionales. 

Artículo 3°.  La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo 

no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros de naturaleza 

análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de 

soberanía del pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma 

republicana de gobierno. 

Artículo 55°.  Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte 

del derecho nacional. 

Cuarta DFT. Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la 

Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 

internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú. 

El artículo 3 de la Constitución, que está en el capítulo de los derechos 

fundamentales de la Constitución, precisa que también son derechos 

fundamentales los derechos que se fundan en la dignidad humana, es decir, 
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los tratados internacionales de derechos humanos, pues todos estos en sus 

considerandos, reconocen que se fundamentan en la dignidad humana.  

La segunda herramienta de constitucionalización del derecho internacional 

de los derechos humanos es control de convencionalidad. La Corte IDH en 

sentencia vinculante ha establecido la obligación de todo juez peruano, 

incluso de todo funcionario público, de inaplicar cualquier norma o acto 

administrativo que vaya contra la Convención Americana de Derechos 

Humanos y contra cualquier jurisprudencia de la Corte IDH. 

“La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al 

imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 

vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado 

un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como 

parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les 

obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no 

se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y 

que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el 

Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” 

entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder 

Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 

interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 

última de la Convención Americana” (Corte IDH. Caso Almonacid Arellano 

y otros Vs. Chile. párr. 124). 

Finalmente tenemos la técnica del bloque de constitucionalidad, reconocido 

en el artículo 78 del Nuevo Código Procesal Constitucional. Según esta 

norma, existe un bloque de constitucionalidad, que deviene en el parámetro 

de control constitucional, el cual está confirmado por la Constitución, los 

tratados internacionales de derecho humanos, las sentencias de la Corte IDH 

y del TC, las opiniones consultivas de la Corte IDH, así como las normas que 

desarrollan las competencias de los órganos constitucionales autónomos, a 

través de leyes orgánicas por lo general. 

Artículo 78. Principios de interpretación 

Para apreciar la validez constitucional de las normas el Tribunal 

Constitucional considerará, además de las normas constitucionales, las 



25 

 

leyes que, por remisión expresa de la constitución, se hayan dictado para 

determinar la competencia o las atribuciones de los órganos del Estado o 

el ejercicio de los derechos fundamentales de la persona. 

Estas tres técnicas han permitido la ampliación del contenido normativo de 

la constitución, para permitir su adaptación histórica. Se trata de 

mecanismos que permiten la constitucionalización del DIDH, esto implica la 

aplicabilidad directa de los estándares internacionales, es decir, la ampliación 

del sistema de fuentes, con las fuentes internacionales de producción de 

derecho: normas y decisiones judiciales internacionales. 

A estas normas habrá que agregar el artículo II del Título Preliminar del 

Nuevo Código Procesal Constitucional, aprobado por Ley No 31307, según el 

cual, los tratados también son para defender derechos contenidos en el 

derecho internacional de los derechos humanos. 

Artículo II. Fines de los procesos constitucionales. Son fines esenciales de 

los procesos constitucionales garantizar la vigencia efectiva de los 

derechos constitucionales reconocidos por la Constitución y los 

tratados de derechos humanos; así como los principios de supremacía 

de la Constitución y fuerza normativa 

Finalmente, el artículo VIII del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal 

Constitucional, reconoce que los derechos fundamentales, en este caso, el 

derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, 

debe interpretarse de acuerdo con los establecido en las sentencías de la 

Corte IDH y del TC, y del Convenio de diversidad biológica. 

Artículo VIII. Interpretación de los derechos humanos y tratados 

internacionales. El contenido y alcances de los derechos 

constitucionales protegidos por los procesos regulados en el presente 

código deben interpretarse de conformidad con la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos, 

así como con las decisiones adoptadas por los tribunales 

internacionales sobre derechos humanos constituidos según 

tratados de los que el Perú es parte. 
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12. El fundamento del reconocimiento de los derechos de 

la naturaleza es el reconocimiento del valor intrínseco 

de la naturaleza 

El fundamento central del reconocimiento de los derechos de la naturaleza 

es el reconocimiento del valor intrínseco de esta. Esto significa, que ya no se 

trata de proteger algo porque es útil al ser humano, sino porque en sí mismo 

tiene un valor, al margen de la utilidad para el ser humano. El delfín no es útil 

para el ser humano, no obstante, eso no es óbice para que no lo protejamos. 

Y eso es lo que precisamente hace la jueza de Nauta, reconocer el valor 

intrínseco del Río Marañón. 

Como muy bien lo ha reconocido la Corte Constitucional de Colombia en la 

sentencia del caso Rio Atrato (T-622 2016), hay tres concepciones que 

explican la relación del ser humano con la naturaleza. La primera es la visión 

antropocéntrica, que concibe al ser humano presente como única razón se 

ser del sistema legal y a los recursos naturales como simples objetos al 

servicio del primero.  

La segunda concepción es la visión biocéntrica reivindica concepciones más 

globales y solidarias de la responsabilidad humana, que abogan -en igual 

medida- por los deberes del hombre con la naturaleza y las generaciones 

venideras. La tercera, visión es la ecocéntrica, que concibe a la naturaleza 

como un auténtico sujeto de derechos y que respaldan cosmovisiones 

plurales y alternativas a los planteamientos recientemente expuestos  

13. Sí existe base normativa para el reconocimiento del 

Lago Titicaca como sujeto de derechos en el 

ordenamiento jurídico peruano 
Independientemente de que estemos de acuerdo o no con la concepción 

ecocéntrica, debemos decir que sí existe reconocimiento jurídico normativo 

de rango constitucional en el Perú de los derechos de la naturaleza, tal como 

pasaremos a demostrar y a explicar. En efecto, el reconocimiento del valor 

intrínseco de la naturaleza puede ser encontrado de forma expresa en lo 

siguientes instrumentos: 

i. Los pueblos indígenas ya reconocen los derechos de la naturaleza 

como parte de su derecho consuetudinario 
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Los pueblos indígenas, tiene una relación espiritual con la tierra como lo 

reconoce el artículo 13.1 del Convenio 169 de la OIT. Es decir, para los 

pueblos indígenas su territorio y la naturaleza no es un objeto ni una cosa 

inanimada.  

Artículo 13  

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos 

deberán respetar la importancia especial que para las culturas y 

valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación 

con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que 

ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos 

colectivos de esa relación. 

Y esta concepción tiene reconocimiento normativo, pues es una 

manifestación y ejercicio del derecho a la identidad cultural (artículo 2.19 de 

la Constitución y artículo 5 del Convenio 169 de la OIT). Si partimos de la 

premisa que la costumbre y el derecho consuetudinario son fuente de 

derecho en nuestro ordenamiento jurídico (artículo 139.8 de la Constitución), 

teniendo como único límite para su reconocimiento que estas costumbres 

no violen los derechos humanos (art. 149 de la Constitución y artículo 8.2 del 

Convenio 169 de la OIT), podemos concluir, que está concepción de los 

pueblos indígenas tiene cobertura constitucional. 

ii. El preámbulo del Convenio sobre la Diversidad Biológica 

Adviértase que ya desde el año 1992, en un tratado internacional de derecho 

humanos se reconoció el valor intrínseco de la naturaleza.  

“Las Partes Contratantes […] Conscientes del valor intrínseco de la 

diversidad biológica y de los valores ecológicos, genéticos, sociales, 

económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos de la 

diversidad biológica y sus componentes”.  

iii. La Opinión Consultiva 023 (OC-023) de la Corte IDH, 2017 

En el año 2017 la Corte IDH reconoce que se trata de proteger la naturaleza 

en general y los ríos en particular, no porque sean útiles al ser humano, sino 

porque tiene un valor en sí mismos: 

 “Esta Corte considera importante resaltar que el derecho al medio 

ambiente sano como derecho autónomo, a diferencia de otros derechos, 
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protege los componentes del medio ambiente, tales como bosques, ríos, 

mares y otros, como intereses jurídicos en sí mismos, aún en ausencia de 

certeza o evidencia sobre el riesgo a las personas individuales. Se trata de 

proteger la naturaleza y el medio ambiente no solamente por su 

conexidad con una utilidad para el ser humano o por los efectos que 

su degradación podría causar en otros derechos de las personas, 

como la salud, la vida o la integridad personal, sino por su 

importancia para los demás organismos vivos con quienes se 

comparte el planeta, también merecedores de protección en sí 

mismos. En este sentido, la Corte advierte una tendencia a reconocer 

personería jurídica y, por ende, derechos a la naturaleza no solo en 

sentencias judiciales1sino incluso en ordenamientos constitucionales”. 

(párrafo 62). 

iv. La sentencia Lhaka Honhat también de la Corte IDH, 2020 (párrafo 

203) 

En esta sentencia, la Corte IDH en un fallo vinculante, reitera el 

reconocimiento formulado en la Opinión Consultiva 023 del año 2017, en los 

mismos términos. Es decir, debe protegerse la naturaleza porque tiene un 

valor en sí mismo. 

“La Corte ya se ha referido al contenido y alcance de este derecho, 

considerando diversas normas relevantes, en su Opinión Consultiva OC-

23/17, por lo que se remite a dicho pronunciamiento. Afirmó en esa 

oportunidad que el derecho a un medio ambiente sano “constituye un 

interés universal” y “es un derecho fundamental para la existencia de la 

humanidad”, y que “como derecho autónomo […] protege los componentes 

del […] ambiente, tales como bosques, mares, ríos y otros, como intereses 

jurídicos en sí mismos, aun en ausencia de certeza o evidencia sobre el 

riesgo a las personas individuales. Se trata de proteger la naturaleza”, 

no solo por su “utilidad” o “efectos” respecto de los seres humanos, 

“sino por su importancia para los demás organismos vivos con 

quienes se comparte el planeta”. Lo anterior no obsta, desde luego, a 

que otros derechos humanos puedan ser vulnerados como consecuencia 

de daños ambientales”. (Corte IDH, Caso Lhaka Honat vs Argentina, p. 203). 
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v. Caso Punchana. STC Exp. 03383-2021-AA, fundamentos 40-42 

En el caso Punchana, el Tribunal Constitucional en sentencia que constituye 

doctrina jurisprudencial, luego de reconocer el enfoque ecocéntrico, 

establece que este no puede ser excluido: 

40. Lo anterior, podría dar pie a un debate doctrinal sobre la concepción 

que subyace a nuestra denominada “Constitución ecológica” y, por 

ejemplo, dilucidar si ella alude a una concepción eminentemente 

antropocéntrica (el valor de la naturaleza sería funcional a las 

necesidades ser humano); a una raigambre ecocéntrica (el ser humano 

forma parte de un ecosistema valioso, en el que debe existir 

equilibrio y armonía); o si, por el contrario, cabe leerla en clave 

biocéntrica (todos los seres vivos tienen importancia per se, y sus vidas 

deber ser respetadas, y los seres humanos son uno más entre el universo 

de seres vivientes).  

41. Al respecto, si bien la Constitución en diversos momentos parece 

proponer una mirada decididamente antropocéntrica (empezando por el 

artículo 1 de la Carta fundamental), una lectura desde la propia 

Constitución ecológica permite entender que el medio ambiente contiene 

muchos elementos diferentes entre sí que tienen sus propias 

particularidades (por ejemplo: recursos naturales explotables, 

biodiversidad, áreas naturales protegidas como “santuarios”) que merecen 

protección por diversas razones, no todas ellas exclusivamente 

dependientes de los intereses o las necesidades humanas.  

42. Asimismo, con base en lo establecido en nuestra Constitución, que 

garantiza la identidad y pluralidad cultural (cfr. artículos 2, inciso 19, 17 y 

89 de la Constitución), no corresponde establecer de modo excluyente 

un único motivo ni una exclusiva fundamentación en torno a la 

raigambre constitucional de la naturaleza y a la importancia de su 

protección. (STC No 03383-2021-AA, fundamentos40-42) 

vi. Sentencia de la Corte IDH expedida en el caso La Oroya vs. Perú 

(2023) 

La Corte IDH en la sentencia emitida en el caso La Oroya, luego de desarrollar 

la diferencia entre el derecho a un medio ambiente sano y el derecho al agua, 

no solo reitera el reconocimiento del valor intrínseco de los ríos, la existencia 

de un interés universal en proteger los ríos y la importancia del agua para los 

demás seres vivos, sino que da un paso más y reconoce en enfoque 
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ecocéntrico, como parte de contenido convencional del derecho a un medio 

ambiente sano. 

124. En este punto, el Tribunal precisa que existe una estrecha relación 

entre el derecho al agua como faceta sustantiva del derecho al medio 

ambiente sano y el derecho al agua como derecho autónomo. La primera 

faceta protege los cuerpos de agua como elementos del medio 

ambiente que tienen un valor en sí mismo, en tanto interés universal, 

y por su importancia para los demás organismos vivos incluidos los 

seres humanos. La segunda faceta reconoce el rol determinante que el 

agua tiene en los seres humanos y su sobrevivencia, y, por lo tanto, protege 

su acceso, uso y aprovechamiento por los seres humanos. De este modo, 

la Corte entiende que la faceta sustantiva del derecho al medio 

ambiente sano que protege este componente parte de una premisa 

ecocéntrica, mientras que -por ejemplo- el derecho al agua potable y 

su saneamiento se fundamenta en una visión antropocéntrica. Ambas 

facetas se interrelacionan, pero, no en todos los casos, la vulneración de 

uno implica necesariamente la violación del otro. 

La consecuencia es evidente, es objetivo que existe fundamento jurídico para 

reconocer los derechos de la naturaleza toda vez que existe un tratado 

internacional de derechos humanos y existen pronunciamientos vinculantes 

de la Corte IDH que reconocen el valor intrínseco de la naturaleza en general, 

y de los ríos en particular, además la Corte IDH ha reconocido que forma 

parte del contenido convencional del derecho a un medio ambiente sano. 

Pero, además, existe un pronunciamiento del TC que ordena no excluir el 

enfoque ecocéntrico.              

14. La fuerza normativa de los estándares internacionales 

de derechos humanos  

Lo primero es precisar la fuerza normativa de los tratados internacionales de 

derechos humanos como lo es el Convenio de diversidad biológica del año 

1992. Como en su momento lo dijo el TC: 

“El rango que detentan trae consigo que dichos tratados estén dotados de 

fuerza activa y pasiva propia de toda fuente de rango constitucional; es 

decir, fuerza activa, conforme a la cual estos tratados han innovado 

nuestro ordenamiento jurídico incorporando a éste, en tanto derecho 
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vigente, los derechos reconocidos por ellos, pero no bajo cualquier 

condición, sino a título de derechos de rango constitucional. Su fuerza 

pasiva trae consigo su aptitud de resistencia frente a normas provenientes 

de fuentes infraconstitucionales, es decir, ellas no pueden ser modificadas 

ni contradichas por normas infraconstitucionales e, incluso, por una 

reforma de la Constitución que suprimiera un derecho reconocido por un 

tratado o que afectara su contenido protegido. Los tratados sobre 

derechos humanos representan en tal sentido límites materiales de la 

propia potestad de reforma de la Constitución”. (STC Nº 00025-2005-

PI/TC y 00026-2005-PI/TC, acum. f.j. 34). 

Es decir, un tratado internacional incorpora nuevos derechos a la 

Constitución de un lado, y de otro lado, todo actos administrativo o 

normativo que los desconozca, tiene un vicio de nulidad como lo señala el 

último párrafo del artículo 31 de la Constitución.  

Incluso el TC de manera más específica ha reconocido que el Convenio 169 

de la OIT tiene rango constitucional, que viene a complementar las normas 

constitucionales. En palabras del TC, “habiéndose aprobado el Convenio Nº 

169 […] su contenido pasa a ser parte del Derecho nacional, tal como lo 

explicita el artículo 55 de la Constitución, siendo además obligatoria su 

aplicación por todas las entidades estatales. Por consiguiente, en virtud del 

artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, el tratado 

internacional viene a complementar -normativa e interpretativamente- las 

cláusulas constitucionales sobre pueblos indígenas que, a su vez, concretizan 

los derechos fundamentales y las garantías institucionales de los pueblos 

indígenas y sus integrantes”. (STC Exp. 03343-2007-PA/TC, f. j. 31) 

Queremos insistir en este punto porque es capital. Los estándares 

establecidos en el Convenio de diversidad biológica y en el Convenio 169 de 

la OIT y en la jurisprudencia de la Corte IDH, no constituyen opiniones 

académicas por parte de una autoridad jurisdiccional, sino verdades normas 

de cumplimiento obligatorio. 

Pero no solo es vinculante y de rango constitucional los tratados 

internacionales sino la jurisprudencia de la Corte IDH, que ha desarrollado el 

contenido del derecho de propiedad indígena. De acuerdo con el artículo VIII 

del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Constitucional aprobado por 
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Ley No 31307, los jueces deben interpretar los derechos de acuerdo con la 

interpretación de los tribunales internacionales como por ejemplo la Corte 

IDH. 

Es más, esta regla ha sido desarrollada por nuestro Tribual Constitucional, 

cuando precisa que: “en el presente caso no le queda más que ratificar su 

reiterada doctrina, imprescindible para garantizar los derechos 

fundamentales, bien se trate de procesos jurisdiccionales, administrativos o 

políticos: que las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos son vinculantes para todos los poderes públicos y que esta 

vinculatoriedad no se agota en su parte resolutiva, sino que se extiende a la 

ratio decidendi, incluso en aquellos casos en los que el Estado peruano no 

haya sido parte en el proceso”. (STC Exp. 00007-2007-PI/TC, f.j. 36). 

No obstante, vamos a encontrar a funcionarios que justifican su resistencia 

a adecuar sus normas a los estándares internacionales, en que en sus 

normas sectoriales no se hace mención a esos tratados ni a esos estándares, 

y que ellos solo están obligados a cumplir sus normas sectoriales y 

específicas. Es necesario recordar que las normas internas de un país no 

pueden ser utilizadas para incumplir con los estándares internacionales de 

protección de los derechos humanos.  

Debe tenerse presente los artículos 26 y 27 de la Convención de Viena sobre 

el Derecho de los Tratados29. El primero de ellos establece que: “Todo tratado 

en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”. 

Mientras que el segundo indica que; “Una parte no podrá invocar las 

disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento 

de un tratado”. Como precisa el TC “Si bien en este caso no se está 

justificando el incumplimiento del Convenio 169 en base a una disposición 

de derecho interno, se pretende justificarlo en base a una omisión, situación 

que bien puede interpretarse subsumida en el mandato del artículo 27 de la 

convención mencionada”. (STC Exp. 00022-2009-PI, f.j. 12) 

 
29 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, del 23 de mayo de 1969, cuya entrada en 

vigor se dio el 27 de enero de 1980. 
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15. Naturaleza de las reglas desarrolladas por la Corte IDH 

en una opinión consultiva 

No solo encontramos normas de cumplimiento obligatorio en los tratados 

internacionales de derechos humanos, sino que también encontramos estas 

en la jurisprudencia de la Corte IDH. En el caso de las reglas desarrolladas en 

los tratados se llaman normas directamente estatuidas. En el caso de las 

reglas desarrolladas en las sentencias y en las opiniones consultivas de la 

Corte IDH, hallamos de un conjunto de pronunciamientos que constituyen 

reglas de cumplimiento obligatorio. A estas últimas se le denominan normas 

convencionales adscritas como muy bien los explica el profesor Luis Castillo 

Córdova. Vamos a encontrar un conjunto de reglas sobre el derecho a un 

medio ambiente en la Opinión Consultiva 23 del año 2017 de la Corte IDH. 

Esto es posible, en atención a que las opiniones consultivas de la Corte IDH 

también son vinculantes al igual que las sentencias de la Corte IDH, como lo 

ha reconocido ella misma. Y ello es así porque la Corte IDH ha reconocido 

que las reglas contenidas en una opinión consultiva son reglas que deben ser 

tenidas en cuenta en el control de convencionalidad. En palabras de ella: “Es 

por tal razón que estima necesario que los diversos órganos del Estado 

realicen el correspondiente control de convencionalidad, también sobre la 

base de lo que señale en ejercicio de su competencia no contenciosa o 

consultiva, la que innegablemente comparte con su competencia 

contenciosa el propósito del sistema interamericano de derechos humanos, 

cual es, la protección de los derechos fundamentales de los seres 

humanos”30. 

Al decir de Luis Castillo Córdova, “La Corte IDH tiene atribuida una doble 

función con las competencias respectivas: una función contenciosa y otra 

consultiva. En ejercicio de ambas funciones la Corte IDH puede crear normas 

convencionales, porque en ejercicio de ambas competencias interpreta 

vinculantemente a la Convención americana sobre derechos humanos”31. 

¿Cuál es la naturaleza jurídica de las reglas desarrolladas por la Corte IDH en 

la Opinión Consultiva 023 del año 2017? Para Luis Castillo Córdova, las reglas 

 
30 Opinión Consultiva OC-21/14. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración 

y/o en necesidad de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. 

Serie A No. 2115, párrafo 31. 
31 Luis Castillo Córdova, Estudio Introductorio, en: Gustavo Zagrabelsky y otros, Manual de Derecho 

Constitucional, Zela, Lima 2020, pág. 91 
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desarrolladas por la Corte IDH en su jurisprudencia o en sus opiniones 

consultivas, constituyen normas adscritas de origen convencional.  

“Junto a las normas convencionales directamente estatuidas se encuentran 

las normas convencionales adscriptas a ellas. Las normas convencionales 

adscriptas pueden ser definidas como el conjunto de interpretaciones 

vinculantes que del tratado o convención sobre derechos humanos ha 

formulado el órgano o tribunal internacional creado para su defensa y 

aseguramiento. Tales interpretaciones deberán ser consideradas como 

normas también por las dos razones arriba mostradas para justificar a la 

norma constitucional adscripta: la primera es el carácter vinculante de la 

interpretación del tratado o convención sobre derechos humanos, el cual 

le viene dado porque es una interpretación formulada por el órgano 

internacional en ejercicio de la función de protección del tratado 

encargada por el Legislador convencional; y la segunda es que esa 

interpretación vinculante está destinada a concretar la norma 

convencional directamente estatuida, por lo que comparte la naturaleza 

normativa del objeto concretado. Las normas convencionales creadas por 

el órgano o tribunal internacional nacen al derecho convencional 

adheridas a la norma convencional directamente estatuida a la que 

concretan y, consecuentemente, comparten su valor, ambas son derecho 

convencional, y comparten también su destino, viajan adheridas a las 

normas convencionales directamente estatuidas allá a donde éstas vayan 

o se encuentren, e ingresan junto a ellas a los distintos ordenamientos 

jurídicos nacionales que correspondan”32. 

La conclusión es evidente, las reglas establecidas por la OC-023 desarrolladas 

por la Corte IDH, son normas de rango constitucional de rige convencional, 

de cumplimiento obligatorio. 

16. La obligación de adecuar la legislación nacional al DIDH 

El Estado peruano no puede no solo legislar contra los estándares 

internacionales de derechos humanos, sino que debe adecuar el 

ordenamiento jurídico nacional a estos estándares internacionales. Esta 

obligación de adecuación encuentra también fundamento en el marco de 

 
32 Luis Castillo Córdova, Estudio Introductorio, en: Gustavo Zagrabelsky y otros, Manual de Derecho 

Constitucional, Zela, Lima 2020, pág. 90.  
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denominado control de convencionalidad. En el marco del control de 

convencionalidad, tal como lo propia Corte IDH lo ha reconocido33. 

“La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al 

imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 

vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado 

un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como 

parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les 

obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no 

se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y 

que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el 

Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” 

entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder 

Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 

interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 

última de la Convención Americana”34. 

Es más, el desconocimiento de estas obligaciones contenidas en 

instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos 

genera responsabilidad internacional. Sobre el particular la Corte IDH, 

“considera pertinente recordar que es un principio básico del derecho de la 

responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, que todo Estado es 

internacionalmente responsable por actos u omisiones de cualesquiera de 

sus poderes u órganos en violación de los derechos internacionalmente 

consagrados, según el artículo 1.1 de la Convención Americana”35.  

 
33 No solo están obligados a hacer control de convencionalidad de los jueces sino todos los 

funcionarios públicos de los órganos públicos.  “La legitimación democrática de determinados 

hechos o actos en una sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de 

protección de los derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de 

modo que la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus 

características tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de graves 

violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, la protección de los derechos 

humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo 

“susceptible de ser  decidido” por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales 

también debe primar un “control de convencionalidad” (supra párr. 193), que es función y tarea de 

cualquier autoridad pública y no sólo del Poder Judicial”. (Corte IDH, Caso Gelman vs Argentina, 

párrafo 239) (Resaltado nuestro) 
34 Corte IDH, Almonacid Arrellano vs Chile, párr. 124. 
35 Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006 Serie C No 149, párr. 172. 
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Es más, el propio TC ha dejado sentado que se trata de normas de aplicación 

inmediata. Es decir, de normas no necesitan ser desarrolladas legislativa o 

reglamentariamente, para desplegar efectos normativos. Así este tribunal 

señala que: “Así, las obligaciones, en materia de derechos humanos, no sólo 

encuentran un asidero claramente constitucional, sino su explicación y 

desarrollo en el Derecho Internacional. El mandato imperativo derivado de 

la interpretación en derechos humanos implica, entonces, que toda la 

actividad pública debe considerar la aplicación directa de normas 

consagradas en tratados internacionales de derechos humanos, así como en 

la jurisprudencia de las instancias internacionales a las que el Perú se 

encuentra suscrito”. (STC No 02798-2004-HC/TC, f.j. 8) 

De otro lado debemos decir, que no solo los jueces y en general los 

operadores del sistema de justicia están obligados a dar cumplimiento a 

estos estándares, sino que los funcionarios públicos del Estado en general 

están también obligados a dar cumplimiento a estos estándares. En palabras 

de la CIDH, “Es de destacar que todo funcionario estatal está obligado a 

interpretar la normativa interna del Estado de forma tal que sean 

compatibles con las obligaciones internacionales contraídas, que permitan 

viabilizar la efectividad de los derechos humanos. De esta manera el ejercicio 

de la obligación por parte de las autoridades nacionales cuenta con una 

importante función preventiva respecto de violaciones de los derechos 

humanos”36.  

Esto lo ha dicho la Corte IDH. No solo están obligados a hacer control de 

convencionalidad de los jueces sino todos los funcionarios públicos de los 

órganos públicos. 

 “La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una 

sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de 

protección de los derechos humanos reconocidos en tratados como la 

Convención Americana, de modo que la existencia de un verdadero 

régimen democrático está determinada por sus características tanto 

formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de 

graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, 

 
36 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Compendio sobre la obligación de los Estados de 
adecuar su normativa interna a los Estándares Interamericanos de Derechos Humanos, Washington, 2021, 
párrafo 32. 
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la protección de los derechos humanos constituye un límite infranqueable 

a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo “susceptible de ser  

decidido” por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las 

cuales también debe primar un “control de convencionalidad” (supra párr. 

193), que es función y tarea de cualquier autoridad pública y no sólo 

del Poder Judicial”. (Corte IDH, Caso Gelman vs Argentina, párrafo 239) 

(Resaltado nuestro) 

Esta obligación de adecuar el marco normativo nacional a las obligaciones 

internacionales debe ser interpretada en el marco de la obligación del Estado 

de remover obstáculos que impiden la vigencia de los derechos 

constitucionales. En este caso, los obstáculos que impiden la titulación de los 

territorios de los pueblos indígenas en el Perú. En efecto, el artículo 2 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos establece la obligación del 

Estado de «adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 

las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 

carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 

libertades». Esta norma establece en consecuencia la obligación del Estado 

de remover los obstáculos legales y fácticos que impiden el ejercicio de los 

derechos humanos. En este caso, se trata de un andamiaje normativo que 

impide la efectiva protección del derecho a la propiedad indígena. 

Pero ahí no se acaban las obligaciones del Estado. El Estado peruano está 

obligado a adecuar su ordenamiento jurídico nacional a los estándares 

internacionales de derechos humanos37. En relación con el contenido de la 

obligación de adecuar el ordenamiento jurídico nacional a las obligaciones 

internacionales, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

precisa en unos de sus informes que esta obligación de adecuación “implica 

verificar la compatibilidad de las normas y demás prácticas internas con los 

 
37 Según la CIDH, “la adecuación implica la adopción de dos tipos de medidas. Por un lado, la supresión de 
normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en los 
instrumentos interamericanos o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio. 
Por otro lado, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de 
dichas garantías”. Añade la CIDH que la “primera vertiente se satisface con la reforma, la derogación o la 
anulación de las normas o prácticas que tengan los mencionados alcances, según corresponda. La segunda, 
obliga a los Estados a prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos humanos y, por ello, debe adoptar 
todas las medidas legales, administrativas o de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos 
similares vuelvan a ocurrir en el futuro. El deber de adoptar disposiciones de derecho interno ha implicado, 
en ciertas ocasiones, la obligación por parte de los Estados de tipificar penalmente determinadas conductas”. 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Compendio sobre la obligación de los Estados de adecuar 
su normativa interna a los Estándares Interamericanos de Derechos Humanos, Washington, 2021, párrafo 
28. 
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instrumentos interamericanos de derechos humanos y sus estándares 

aplicables. Realizar este control, es una obligación que corresponde a toda 

autoridad pública en el ámbito de sus competencias y debe ser realizado ex 

officio, incluyendo la supresión de normas contrarias a los compromisos 

internacionales en materia de derechos humanos o bien ajustando su 

interpretación conforme a dichos instrumentos, dependiendo de las 

facultades de cada autoridad pública competente”38. 

Para la CIDH esta operación puede ser entendida, “como una operación 

necesaria para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos en la 

normativa del Sistema Interamericano, a través de la remoción de aquellos 

obstáculos legales que impiden garantizar el efecto útil de dicha fuente 

normativa, lo que en última instancia permite garantizar el pleno y libre 

ejercicio de los derechos reconocidos en los instrumentos 

interamericanos”39. El Estado peruano debe adecuar las normas legales a los 

estándares internacionales establecidos por la Corte IDH. 

 “La Corte Interamericana ha interpretado que la adecuación de la 

normativa interna a los parámetros establecidos en la Convención implica 

la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: a) la supresión de las 

normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a 

las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los 

derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y b) la 

expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la 

efectiva observancia de dichas garantías. La primera vertiente se 

satisface con la reforma, la derogación o la anulación de las normas o 

prácticas que tengan esos alcances, según corresponda. La segunda, 

obliga al Estado a prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos 

humanos y, por eso, debe adoptar todas las medidas legales, 

administrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar que 

hechos similares vuelvan a ocurrir en el futuro98. El deber de adoptar 

disposiciones de derecho interno ha implicado, en ciertas ocasiones, la 

 
38 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Compendio sobre la obligación de los Estados de 
adecuar su normativa interna a los Estándares Interamericanos de Derechos Humanos, Washington, 2021, 
párrafo 37 
39 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Compendio sobre la obligación de los Estados de 
adecuar su normativa interna a los Estándares Interamericanos de Derechos Humanos, Washington, 2021, 
párrafo 27. 
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obligación por parte del Estado de tipificar penalmente determinadas 

conductas”. (Corte IDH, caso Fornerón vs Argentina, párrafo 131)  

En esa línea, la Corte IDH señala que los estados deben organizar todo el 

aparato del Estado para cumplir con estos derechos. En palabras de la Corte 

IDH, “La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a 

hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comparta la 

necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la 

realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos 

humanos”40. 

“La segunda obligación de los Estados Partes es la de "garantizar" el libre 

y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda 

persona sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los 

Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, 

todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del 

poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente 

el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de 

esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda 

violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, 

además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su 

caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los 

derechos humanos”. (Corte IDH, Velásquez Rodríguez, párr. 166)  

17. Los estándares internacionales de protección 

internacional de los derechos humanos constituyen 

criterios de validez sustancial 

Una consecuencia de la especial fuerza normativa de estos estándares 

internacionales es que estas constituyen al igual que las normas de rango 

constitucional, criterios de validez sustancial de toda decisión del Estado, en 

especial de los poderes públicos. La Corte IDH lo ha dicho a su manera 

cuando precisa que “el respeto a los derechos humanos constituye un límite 

a la actividad estatal, lo cual vale para todo órgano o funcionario que se 

 
40 Corte IDH, Velásquez Rodríguez, párr. 167. 
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encuentra en una situación de poder, en razón de si carácter oficial, respecto 

de las demás personas”41. 

No obstante, los funcionarios y demás órganos públicos que se resisten a 

adecuar la normatividad interna a los estándares internacionales, invocan 

que cumplen normas nacionales, que están obligados por el principio de 

legalidad reconocido en el artículo 45 de la Constitución. El fundamento de 

esta tesis estaría en el artículo 9 de la Ley de Procedimientos Administrativos 

Generales (Ley 27444), la cual establece la presunción de validez. Según este, 

“Todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad 

no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según 

corresponda”. Asimismo, podía invocarse como fundamento para no 

adecuar nuestro ordenamiento a los estándares internacionales, el artículo 

IV, inciso 1, numeral 1.1 del Título Preliminar, que precisa que “Las 

autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la 

ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo 

con los fines para los que les fueron conferidas”.  

El problema constitucional de fondo, en este caso, es evaluar si la aplicación 

casi literal del artículo 9 antes mencionado, en consonancia con el principio 

de legalidad contenido en el artículo IV, inciso 1 numeral 1.1 del mismo 

cuerpo normativo, es compatible con los principios, valores y derechos 

reconocidos en la Constitución y en los estándares internacionales de 

derechos humanos que reconoce el derecho de propiedad indígena. 

El fundamento de ello es que las leyes no son las normas de mayor jerarquía 

en nuestro ordenamiento, como parecen creer muchos funcionarios. Ellas 

solo serán válidas en la medida en que sean compatibles con la Constitución 

Política y con los estándares internacionales de derechos humanos, de rango 

constitucional de origen convencional. Como señala el TC “el principio de 

legalidad en el Estado constitucional no significa simple y llanamente la 

ejecución y el cumplimiento de lo que establece una ley, sino también, y 

principalmente, su compatibilidad con el orden objetivo de principios y 

valores constitucionales”42.  

Como señala el expresidente del TC César Landa: 

 
41 Corte IDH, Caso Tribunal Constitucional vs. Perú, 2001, párr. 68. 
42  STC 3741-2004-AA, f.j. 15. 
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“Si bien no se duda de la relevancia del principio de legalidad, el mismo 

que orienta la actuación de la Administración Pública y opera como una 

garantía a favor del administrado impidiendo que ésta –la Administración- 

proceda arbitrariamente en su perjuicio; es importante no perder de vista 

que, en el marco de un Estado constitucional y democrático de derecho, el 

principio de legalidad sólo tiene sentido si con su aplicación no se niega el 

principio de supremacía jurídica y fuerza normativa de la Constitución, ni 

la vigencia efectiva de los derechos fundamentales”43. 

Añade Landa que “en aquellos casos en que la aplicación del principio de 

legalidad sea incompatible con el principio de constitucionalidad, será 

preciso apelar ab initio a un criterio de jerarquía ente ambos principios para 

concluir que este último no puede quedar supeditado al principio de 

legalidad, al menos no en un Estado Constitucional de Derecho”44. 

El principio de legalidad recogido en el artículo IV, inciso 1 numeral 1.1 de la 

Ley 27444, materialmente no se trata sino de una expresión y concreción del 

principio de constitucionalidad45 toda vez que establece que “Las 

autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la 

ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo 

con los fines para los que les fueron conferidas”. Igual fundamento de 

nuestra posición encontramos en el artículo III del Título Preliminar del 

mismo cuerpo normativo cuando precisa que “La presente Ley tiene por 

finalidad establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la 

Administración Pública sirva a la protección del interés general, garantizando 

los derechos e intereses de los administrados y con sujeción al ordenamiento 

constitucional y jurídico en general”. La conclusión es evidente, no es válido 

el principio de legalidad sino se subordina al principio de 

constitucionalidad46. 

Por estas razones, estimamos que la negativa de adecuar la normatividad 

nacional a los estándares internacionales de derechos humanos es 

inconstitucional, pues altera de manera clara e indubitable, el sistema de 

fuentes del derecho y la jerarquía de las normas en nuestro ordenamiento 

 
43 César Landa Arroyo, Principios rectores y derechos fundamentales del administrado en el marco de la 
Constitución Económica de 1993, en: Constitución Económica del Perú, Palestra, Lima, 2008, pág. 67. 
44 Ibídem.  
45 Ibídem.  
46 Ibídem. 



42 

 

jurídico, recogidas en el artículo 51 y segundo párrafo del artículo 138 de la 

Constitución. 

18. Principios de interpretación de las normas de rango 

constitucional a utilizarse en el presente caso 

Es evidente que existe una antinomia entre normas de rango constitucional. 

De un lado el artículo 1 de la Constitución, de otro lado los pronunciamientos 

de la Corte IDH, el Convenio sobre diversidad biológica y la sentencia del TC. 

En esos casos debemos recurrir a los siguientes principios: 

• Principio de interpretación desde la Constitución Política 

Señala el TC que, en virtud de este principio, se asigna un sentido a una ley o 

a un acto administrativo o normativo, con el propósito de que ella guarde 

coherencia y armonía con el plexo del texto fundamental, dentro del cual se 

encuentra el derecho internacional de los derechos humanos y los 

estándares internacionales47. Esta interpretación hace que la ley sea 

conforme a la Constitución y el derecho internacional de los derechos 

humanos, y para tal efecto cabe que se reduzca, sustituya o modifique su 

aplicación para los casos concretos. Es este el principal criterio que guía u 

orienta la sentencia interpretativa y el que, al mismo tiempo, limita y evita la 

discrecionalidad del TC y del juez constitucional, sujetándolo al texto de la 

norma suprema y se entiende al derecho internacional de los derechos 

humanos.  

La exigencia de interpretación conforme a la Constitución y conforme al 

derecho internacional de los derechos humanos obliga a interpretar y a 

buscar, siempre que sea posible, el sentido de la ley de acuerdo con la 

Constitución y los estándares de derechos humanos. Este principio, junto con 

el de conservación de la norma, trabajan como guías fundamentales al 

evaluar la ley inconstitucional y pronunciar “sentencias interpretativas”, ya 

que así se cumple con dar seguridad jurídica a nuestro ordenamiento 

normativo y se excluyen las lagunas de este.48 

• Principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de 

la ley 

 
47 Sentencia del TC recaída en el expediente 0004-2004-CC/TC, sobre demanda de conflicto de 

competencia interpuesta por el Poder Judicial contra el Poder Ejecutivo por el presupuesto del primero. 
48 Samuel Abad en la presentación del libro de Javier Díaz Revorio, op. cit., 2003, pp. 13-14. 
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Según este principio, recogido en el artículo 139, inciso 8, de la Constitución, 

aun cuando un determinado problema o realidad no esté regulado en la ley, 

pues no fue previsto por el legislador, el juez debe resolver el conflicto e 

impartir justicia. En tal caso deben aplicarse los principios generales del 

Derecho (dignidad humana, igualdad, libertad, etcétera) y el Derecho 

consuetudinario (la costumbre). 

No basta con declarar la inconstitucionalidad: el TC tiene que afirmar la 

vigencia de la norma suprema y proteger los derechos fundamentales, de 

conformidad con el artículo II del Nuevo Código Procesal Constitucional, que 

señala que: “[…] Son fines esenciales de los procesos constitucionales 

garantizar la vigencia efectiva de los derechos constitucionales reconocidos 

por la Constitución y los tratados de derechos humanos; así como los 

principios de supremacía de la Constitución y fuerza normativa”. Ante un 

caso de vacío o de lagunas, el TC tiene que integrar y dar una solución al 

problema que se le plantea. Las sentencias interpretativas son las soluciones 

que se dan ante los silencios, los vacíos y las omisiones legislativas del 

Congreso que constituyen violaciones de los derechos humanos o una 

vulneración de la norma suprema. 

• Principio de primacía de la Constitución 

Este principio se encuentra recogido en el artículo 51 de la Carta Magna, 

cuando precisa que: “La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la 

ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente”. También 

encontramos este principio en el artículo 138 de la Constitución Política, 

cuando señala que: “En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una 

norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera. 

Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma de rango 

inferior”. 

López Guerra señala que el principio de supremacía constitucional, que 

también implica la supremacía de los tratados internacionales de los 

derechos humanos tiene dos aspectos. Por un lado, significará que la norma 

constitucional y el DIDH, por su origen y función, no puede verse alterada o 

modificada por las vías ordinarias de creación de normas jurídicas, pues para 

ello se requerirá un procedimiento específico para su alteración, que 

redundará en una especial rigidez constitucional. Se trata, pues, de una 

supremacía formal. Pero, por otra parte, la supremacía constitucional, se 
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traduce en que las normas constitucionales y la de los tratados 

internacionales de derechos humanos, no podrán ser, no ya solo 

formalmente alteradas, sino tampoco materialmente contradichas por las 

normas ordinarias, ni por ninguna actuación de los poderes públicos. La 

supremacía constitucional exige el sometimiento de todo el ordenamiento a 

la Constitución y a los estándares internacionales de los derechos humanos 

contenido en el derecho internacional de los derechos humanos ( DIDH): 

ninguna norma o acto podrá legítimamente oponerse a sus mandatos.49 La 

supremacía de la Constitución se identifica, en último término, con la 

supremacía del Derecho, esto es, con el sometimiento de la acción de los 

poderes públicos y privados a las reglas objetivas del Derecho.50 

• Principio de concordancia práctica 

Señala Pérez Royo que este principio exige optimizar la interpretación de las 

normas constitucionales entre las que se encuentran los tratados 

internacionales de derechos humanos y la jurisprudencia de la Corte IDH, 

entre las que, en la práctica, pueda darse una relación de tensión. Hay que 

entender la Constitución de tal manera que no se produzca el sacrificio de 

una norma o valor constitucional en aras de otra norma o valor.51  

Sin duda, las sentencias interpretativas no invadirán las competencias 

legislativas: “[…] en tanto no supongan el establecimiento de una ‘nueva’ 

norma que no pueda derivar de la ley impugnada”.52 Sobre el punto, no 

podemos desconocer que cuando estas sentencias eligen entre varias 

interpretaciones de un texto legal, acordes con la Constitución: “[…] están en 

realidad concretando o especificando el contenido normativo del precepto 

impugnado, lo que en cierto sentido podría asemejarse a añadir algo a lo 

establecido en ese precepto”.53 

Sin embargo, como señala Díaz Revorio, la inevitable concreción o 

especificación del contenido normativo que produce una sentencia 

interpretativa no necesariamente supondría exceso o extralimitación en las 

funciones del órgano encargado del control de la constitucionalidad de las 

 
49 López Guerra, Luis: Introducción al Derecho Constitucional. Valencia: Tirant lo Blanch, 1994, pp. 194-195. 
50 Ibidem. 
51 Pérez Royo, Javier: “La interpretación de la Constitución”, en Curso de Derecho Constitucional. Madrid: 

Editorial Marcial Pons, 2003, p. 150. 
52 Díaz Revorio, op. cit., 2001, p. 297. 
53 Idem. 
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leyes.54 No obstante, no puede descartarse de plano que en algunos 

momentos se produzcan excesos, si las sentencias no cumplen ciertas 

condiciones.55 En ese sentido, para que una sentencia interpretativa se ajuste 

a la específica función del TC es preciso que: 

“[…] la interpretación o el contenido normativo que el Tribunal establece 

como conforme a la Constitución, sea realmente consecuencia de las 

exigencias constitucionales, y no una ‘nueva’ norma carente de 

fundamento constitucional”.56 

No obstante, se admite la posibilidad de que, aun cumpliendo con este 

requisito, es posible que un TC incurra en exceso de sus funciones al utilizar 

una sentencia interpretativa. Ello sucederá cuando la interpretación “elegida” 

por el TC, o el contenido normativo resultante de la declaración de 

inconstitucionalidad parcial, no pueda derivar en realidad de la disposición 

legal cuestionada, suponiendo la “creación” de una nueva norma legal.57 Al 

respecto, precisa Díaz Revorio acertadamente: 

“Aunque esta norma ‘creada’ fuera consecuencia de las 

exigencias constitucionales, si la misma es incompatible con el 

precepto cuestionado, lo adecuado será declarar la 

inconstitucionalidad simple de dicho precepto (señalando, en su 

caso, cuáles son las consecuencias derivadas directamente de la 

Constitución), y no hacer decir a dicho precepto lo que en 

realidad no dice”.58 

Podemos concluir, entonces, que para que una sentencia interpretativa se 

ajuste a la específica función del TC, es preciso que la interpretación o el 

contenido normativo que el TC o todo juez constitucional establece como 

conforme a la Constitución: 1) sea realmente consecuencia de las “exigencias 

constitucionales”; 2) pueda derivarse de la ley impugnada; 3) que la norma 

nueva no sea incompatible con la norma invalidada; y, 4) que sea el 

 
54 Díaz Revorio, op. cit., 2001, p. 296.  
55 Ver sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente 0004-2004-CC, en el que se 

establecen los presupuestos y las condiciones para emitir este tipo de sentencias, sobre demanda de 

conflicto de competencia interpuesta por el Poder Judicial contra el Poder Ejecutivo por el presupuesto 

del primero. 
56 Díaz Revorio, op. cit., 2001, p. 296. 
57 Ibidem, p. 297. 
58 Idem. 
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desarrollo y la concreción de alguna norma, valor o principio de la 

Constitución Política. 

19. Los principales obstáculos no son filosóficos o jurídicos 

sino políticos por intereses económicos.  

Como señala Kerstein59, los principales argumentos contra el reconocimiento 

de los Derechos de la Naturaleza no provienen de la filosofía, sino de 

aquellos que tienen intereses económicos que quieren seguir explotando la 

naturaleza sin ningún tipo de control, para seguir enriqueciéndose, dejando 

contaminación y deforestación. El reconocimiento de los derechos de 

naturaleza significa una “atribución de poder” a la naturaleza, reconociendo 

una parcela de poder en ella, antes exclusivo del ser humano, y fortaleciendo 

su peso en conflictos con otros derechos humanos. Como die Kersten, 

“otorgar derechos a la naturaleza o una parte de la naturaleza no significa que 

estos derechos siempre prevalecerán en todos los casos. Los derechos de la 

naturaleza deben ser equilibrados con otros intereses sociales y económicos. La 

ventaja es que conduce a conflictos legales más justos entre la sociedad y la 

economía”60.   

20. Conclusiones 

Podemos llegar a las siguientes conclusiones: 

1. La Constitución Política opta por el enfoque antropocéntrico y en 

algunos momentos por el enfoque biocéntrico. Pero si bien no 

reconoce ni adopta el enfoque ecocéntrico, que es el que reconoce el 

valor intrínseco de la naturaleza, tampoco lo prohíbe. Simplemente no 

 
59 "a questão de quem ou o que reconhecemos como pessoa jurídica com direitos específicos é, em 

grande parte, uma questão de tradições e, por suposto, de interesses sociais e econômicos. Você se 

dará conta disso imediatamente se se perguntar por que tradicionalmente aceitamos uma 

acumulação de dinheiro - por exemplo, na forma de uma empresa ou de uma fundações - como 

pessoa jurídica, mas não animais ou plantas. Portanto, o conceito de pessoa jurídica é orientado em 

grande medida pelos interesses (interest-driven). Dar e negar o estatuto de pessoa jurídica a alguém 

ou a algo é uma questão de poder. Se os animais e as plantas fossem pessoas jurídicas, seria muito 

mais difícil matá-los ou destruí-los: eles teriam direitos subjetivos, os quais, consequentemente, 

poderiam ter o seu cumprimento exigido (enforced) perante os tribunais. Nesse contexto, podemos 

entender que os verdadeiros argumentos contra os Direitos da Natureza não provêm da filosofia, 

senão daqueles atores de bem-estar social (actors of social welfare) e daqueles com interesses 

econômicos, que querem possuir, usar, contaminar ou destruir a Natureza sem obstáculos 

significativos". Jens Kersten, Who needs Rights of Nature?  citado por Ingo Wolfgang Starlet, “A 

dignidad e os direitos da natureza: o direitos no limiar de um novo paradigma jurídico ecocéntrico no 

antropoceno”. 
60 Ibídem.  
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se pronuncia, guarda silencio sobre este derecho. Nunca se planteó 

ese tema. El reconocimiento que la persona y su dignidad humana son 

el fin supremo de la sociedad y del Estado, no prohíbe expresamente 

el reconocimiento de los derechos de la naturaleza. Se trata de una 

materia sobre la cual existe un vacío normativo, de una laguna jurídica. 

2. Consideramos que el reconocimiento de los derechos de la naturaleza 

y del valor intrínseco de la naturaleza tiene cobertura normativa 

expresa en la OC-023 de la Corte IDH, en la sentencia Lhaka Honhat 

también de la Corte IDH (párrafo 203) y el preámbulo del Convenio 

sobre la Diversidad Biológica (1992), normas de rango constitucional 

que son de carácter vinculante para el Estado peruano y para todos 

los operadores del sistema de justicia e incluso para los funcionarios 

públicos. 

3. De acuerdo con la jurisprudencia del TC, solo corresponde el 

reconocimiento de un derecho innominado cuando no es posible 

adscribirlo al contenido constitucionalmente protegido de un derecho 

fundamental ya reconocido expresamente en la Constitución, 

corresponderá el reconocimiento de un nuevo derecho fundamental.  

4. El reconocimiento de los derechos de la naturaleza en nuestro 

ordenamiento jurídico se debe realizar a través de su adscripción al 

derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y 

adecuado a la vida. En otras palabras, los derechos de la naturaleza 

son parte del contenido constitucional protegido del derecho a 

disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida. Es 

decir, estamos ante la “manifestación innominada” de un derecho 

fundamental ya reconocido, en este caso del derecho fundamental a 

disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, 

reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución. 

5. Consideramos que en la medida en que no se trata de reconocer un 

nuevo derecho fundamental innominado, diferente de los demás, sino 

de reconocer un derecho fundamental que es parte del contenido 

constitucional de un derecho ya reconocido en la Constitución en el 

artículo 2.22 de la Constitución, corresponde el reconocimiento a 

través de la justicia constitucional. 

6. Los derechos de la naturaleza constituyen un derecho emergente que 

ha sido reconocido en varios países, a través de diferentes 

procedimientos, y que incluso ya ha sido reconocido por dos 
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municipios en nuestro país. Tarde o temprano será aprobado, sea por 

vía jurisprudencial o por vía de reforma legislativa o reforma 

constitucional. 

7. Consideramos que existe base normativa en la jurisprudencia de la 

Corte IDH, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y en el 

Convenio de Diversidad Biológica para reconocer al Lago Titicaca 

como sujeto de derechos.  

Y en relación con el informe de ANA, debemos decir 

8. Dos son las ideas principales del informe de ANA en relación con la 

ordenanza, primero que la Ordenanza es “conceptualmente 

insostenible” y en segundo lugar, esta ordenanza es “incompatible con 

nuestro ordenamiento jurídico que considera sujeto de derecho al ser 

humano”, razón por la cual se “considera inviable esta propuesta”. En 

otras palabras, lo que señalan es que no tiene base normativa en el 

derecho nacional y en el derecho internacional el reconocimiento de 

los derechos de la naturaleza. Como podemos advertir, lo que está 

proponiendo ANA es que solo hay que leer la Constitución Política y 

nada más. Y según el artículo 1 de la Constitución, el modelo 

antropocéntrico es el único asumido y adoptado por nuestro 

ordenamiento jurídico constitucional. 

9. Si se lee con detenimiento el informe de la ANA se advierte que el 

análisis es básicamente de legalidad, pero no de constitucionalidad. 

Esto significa que lo que hace el informe es analizar normas con rango 

de ley del ordenamiento jurídico, es decir, la Ley orgánica de gobiernos 

regionales, la Ley de recursos hídricos, etc. Lo que hace el informe de 

ANA básicamente es analizar las competencias de ANA.  

10. El problema con este análisis jurídico es que así no se analizan todas 

las normas jurídicas. No se interpretan las normas de forma aislada y 

solo las que me convienen. El ordenamiento jurídico no es una suma 

de normas, sino que es un sistema jurídico que tiene ser leído en 

forma conjunta armonizando los contenidos de todas las normas. Ese 

es el error del informe de ANA. 

11. En ese sentido, el informe de ANA desconoce que en el bloque de 

constitucionalidad existen normas y sentencias vinculantes de rango 

constitucional que si reconocen los derechos de la naturaleza. La 

interpretación de las normas que hace el informe de ANA es de 
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espaldas a estos pronunciamientos vinculantes. Llama la atención el 

desconocimiento de los que hicieron el informe del ANA por ejemplo 

de la Opinión Consultiva C-023 de la Corte IDH, de las sentencias 

recaídas en los Caso Lhaka Honat vs Argentina, La Oroya vs Perú y Uwa 

vs Colombia, todas vinculantes, que si reconocen el valor intrínseco de 

la naturaleza y del enfoque econcéntrico.  

12. Tampoco los de ANA conocen la sentencia del Tribunal Constitucional 

recaída en el expediente No 03383-2021-PA/TC, que luego de 

reconocer el enfoque ecocéntrico, ordena no excluirlo. Menos aún 

conocen el Convenio de Diversidad Biológica, aprobado en 1993, que 

ya reconocía el valor intrínseco de la diversidad biológica. 
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